AMPARO EN REVISIÓN 330/2014
amparo en revisión 541/2014


aMPARO EN REVISIÓN 541/2014.

QUEJOSos: **********, ********** Y **********.
PONENTE: MINISTRa olga sánchez cordero de garcía villegas.

SECRETARIa: maría eugenia gómez villanueva.
México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente a la sesión del día __________.
V I S T O S; y,
R E S U L T A N D O:

I. NARRATIVA DE HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES RELEVANTES.
1. De la revisión practicada a la copia certificada de la causa penal **********, y sus anexos, del índice del Juzgado Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal instruida en contra de **********, ********** Y **********, por su probable responsabilidad en la comisión del delito previsto y sancionado en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo vigente en la época de los hechos (hipótesis al quejoso en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos); se advierten a manera de “ANTECEDENTES” los siguientes hechos más relevantes:
· Mediante auto de plazo constitucional de ocho de octubre de dos mil trece, el secretario encargado del Despacho del Juzgado Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, en cumplimiento a la ejecutoria emitida en el juicio de amparo **********, del índice del Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal, decretó la formal prisión de los procesados ********** o **********, ********** y **********, por su probable responsabilidad penal en la comisión del delito previsto y sancionado en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo vigente en la época de los hechos (hipótesis al quejoso en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos).
· Los hechos atribuidos a los procesados se hicieron consistir en lo siguiente: el quince de abril de dos mil cinco, siete de junio de dos mil cinco y veintiocho de diciembre de dos mil cinco, en la Oficialía de Partes Común de los Juzgados de Distrito en Materia Civil en esta ciudad, probablemente ********** o **********, ********** y **********, respectivamente en su calidad de quejosos en los juicios de amparo **********
 y su acumulado **********
 y **********
, todos del índice del Juzgado Primero de Distrito en Materia Civil del Distrito Federal, afirmaron hechos falsos al promover respectivamente su demanda de garantías, toda vez que bajo protesta de decir verdad expresaron ser parte del contrato de fideicomiso número **********, de siete de marzo de dos mil tres, y que existía litisconsorcio pasivo necesario en el juicio **********, del índice del Juzgado Sexagésimo Segundo de lo Civil del Distrito Federal y en el toca de apelación **********, de la Décima Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, lo que resultó ser falso, pues en términos de lo dispuesto en el artículo 381 de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito, vigente al momento de celebrarse tal contrato, en relación con su cláusula segunda, en la que se advertía que ni el Comité Técnico, ni alguno de sus miembros fueron parte, siendo éstas únicamente, como fideicomitente y fideicomisario: **********. y como fiduciario: **********; y el acto que cada uno reclamó no es de aquellos a los que se refiere el artículo 17 de la Ley de Amparo, vigente en la época de los hechos.
· Por escrito de veintiuno de noviembre de dos mil trece, el defensor particular de los procesados, promovió incidente no especificado, a fin de que se decretara el sobreseimiento en la causa penal, en virtud de la “supresión del tipo penal”, bajo el argumento consistente en que conforme al decreto mediante el cual se publicó en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, la Nueva Ley de Amparo, estimó que el delito previsto en el artículo 211, de la Ley de Amparo de diez de enero de mil novecientos treinta y seis, quedó derogado, al haberse modificado en sus elementos, y que en consecuencia, se extinguió la “responsabilidad penal” de los inculpados, surtiéndose de esa forma el supuesto para decretar el sobreseimiento en la causa que se instruye en su contra.

· Mediante resolución de cinco de diciembre de dos mil trece, el juez Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales del Distrito Federal, declaró infundado el incidente de mérito, pues en esencia estimó que en el caso concreto, la conducta delictiva prevista en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, no ha dejado de tener ese carácter, al ser sustituida por el numeral 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, es decir, se presentó una sucesión de normas sustantivas penales en el tiempo, pues se prevén idénticas conductas delictivas en ambos preceptos.
· Inconformes con esa determinación, los procesados interpusieron recurso de apelación, radicado en el Tercer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, con el número de Toca **********, en el que mediante resolución dictada el quince de enero de dos mil catorce
, se confirmó la apelada.

II. TRÁMITE Y RESOLUCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO.
2. Por escrito presentado el seis de febrero de dos mil catorce
, en la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Unitarios en Materia Penal del Primer Circuito, **********, ********** y **********, demandaron el amparo y protección de la Justicia Federal, en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se indican:

AUTORIDADES RESPONSABLES:

A) ORDENADORAS:

1. H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.
2. H. Senado de la República del Congreso de la Unión.

3. C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos.

4. C. Secretario de Gobernación.

5. C. Encargado del Diario Oficial de la Federación.

B) EJECUTORAS.

1. Tercer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, como autoridad ejecutora y ordenadora.

2. H. Juzgado Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, como autoridad ejecutora.
ACTOS RECLAMADOS:

A) DE LAS AUTORIDADES ORDENADORAS.
1. La inconstitucionalidad del artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013.

2. De la Cámara de Diputados y Senadores del Congreso de la Unión, como Órgano Legislativo, reclamo el DECRETO que contiene el artículo CUARTO TRANSITORIO que forma parte e las disposiciones transitorias por el que se expidió la LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 02 de abril de 2013, por considerarlo inconstitucional.

3. Del C. PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, reclamo la sanción, promulgación, publicación, iniciación de la vigencia y ejecución del DECRETO por el que se expide la LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, respecto y en específico del ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO de esa Ley Reglamentaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 02 de abril de 2013, por considerarlo INCONSTITUCIONAL.

4. Del C. SECRETARIO DE GOBERNACIÓN, reclamo el refrendo, firma y publicación del Decreto por el que se expide la LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, respecto y en específico del ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO de esa Ley Reglamentaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 02 de abril de 2013, por considerarlo INCONSTITUCIONAL.

5. Del C. ENCARGADO DEL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, reclamo la publicación del Decreto por el que se expide la LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, respecto y en específico del ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO de esa Ley Reglamentaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 02 de abril de 2013, por considerarlo INCONSTITUCIONAL. 

6. Del TERCER TRIBUNAL UNITARIO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, la RESOLUCIÓN de fecha 15 de enero de 2014, dictada en el Toca Penal **********, en la que determinó confirmar la resolución incidental dictada el 05 de diciembre de 2013, por el Juez Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, dentro de la causa penal **********, promovida por **********, ********** e **********, por considerarlo violatorio de los derechos fundamentales y garantías constitucionales de los citados quejosos.

B) DE LAS AUTORIDADES EJECUTORAS.

1. Del TERCER TRIBUNAL UNITARIO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, la aplicación en específico del ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO contenido en el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 02 de abril de 2013, por el que se expide la LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
2. Del JUZGADO DÉCIMO TERCERO DE DISTRITO DE PROCESOS PENALES FEDERALES EN EL DISTRITO FEDERAL, como autoridad ejecutora, los efectos de la RESOLUCIÓN de fecha 15 de enero de 2014, dictada en el Toca Penal **********, por el TERCER TRIBUNAL UNITARIO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, así como los actos subsecuentes derivados de dicha resolución.

3. La parte quejosa señaló que fueron vulnerados en su perjuicio los Derechos Fundamentales contenidos en los artículos 1º, 13, 14, 16 y 17, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; narró los antecedentes de los actos reclamados y expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes.
4. Correspondió conocer del asunto al Sexto Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, cuyo titular, por auto de seis de febrero de dos mil catorce
, admitió la demanda de amparo, solicitó los informes justificados a las autoridades responsables, y señaló fecha y hora para la celebración de la audiencia constitucional,  la que se celebró, una vez satisfechos los trámites legales, el cuatro de abril del propio año, y se dictó sentencia
, que se firmó el ocho de mayo siguiente, y culminó con el siguiente punto resolutivo:
“ÚNICO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, ********** e **********, contra los actos reclamados a las siguientes autoridades: a) Cámara de Diputados; b) Senado de la República; ambos del Congreso de la Unión; c) Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos; d) Secretario de Gobernación; e) Encargado del Diario Oficial de la Federación; f) Tercer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito; Ejecutoras; y g) Juzgado Decimotercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, en términos del considerando tercero de esta sentencia, en relación con el diverso séptimo.”

5. Trámite del recurso de revisión. Inconforme con el sentido del fallo constitucional de primera instancia, la parte quejosa, mediante escrito de veintidós de mayo de dos mil catorce
, interpuso Recurso de Revisión. De esta forma, el titular del Sexto Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, mediante proveído de la misma fecha
 tuvo por interpuesto el recurso y, ordenó enviar el asunto al Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, en turno.
6. Por lo anterior, el Magistrado Presidente del Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, a quien por razón de tuno correspondió conocer del asunto, mediante proveído de tres de junio del mismo año
, ADMITIÓ a trámite el Recurso de Revisión interpuesto y ordenó formar y registrar el toca de revisión bajo el numeral R.P. **********.
7. En sesión de siete de agosto de dos mil catorce, el aludido Tribunal Colegiado dictó resolución
, en la que se declaró parcialmente competente para conocer del recurso de revisión, en tanto sólo analizó la oportunidad del recurso; la legalidad de las razones por las cuales el Tribunal a quo desestimó la causal de improcedencia planteada por la autoridad responsable (Cámara de Senadores); determinó que no advirtió de oficio la actualización de alguna otra causa de improcedencia; y dado que subsiste el problema de constitucionalidad, dejó a salvo la jurisdicción de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto al estudio y pronunciamiento de la constitucionalidad del artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación, el dos de abril de dos mil trece.
8. Trámite del recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Con la remisión de autos y el escrito de expresión de agravios, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante proveído de veintidós de agosto de dos mil catorce, ordenó formar y registrar el asunto bajo el numeral **********, precisó que la tramitación del asunto se rige por la nueva Ley de Amparo al derivar de un juicio de garantías iniciado bajo su vigencia y determinó que este Alto Tribunal asumiría su COMPETENCIA ORIGINARIA para conocer del medio de impugnación de referencia, además, ordenó el envío del Toca de Revisión a la Primera Sala de este Alto Tribunal de la Federación, en virtud de que el asunto corresponde a la materia penal. Finalmente, el asunto fue turnado a la Señora Ministra Olga María Sánchez Cordero de García Villegas para su estudio.
9. De esta forma, el Ministro Presidente de la Primera Sala de este Supremo Tribunal Constitucional, mediante acuerdo de diez de septiembre de dos mil catorce, se AVOCÓ al conocimiento del recurso de revisión interpuesto y, ordenó el reenvío de los autos a la Ministra Ponente, para la elaboración del proyecto de resolución respectivo.
III. COMPETENCIA.
10. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83 de la Ley de Amparo; 21, fracción II, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 47, en relación con los diversos 14 a 17 del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; así como en el Punto Tercero, en relación con el Segundo, fracción III, del Acuerdo General número 5/2013 emitido por el Pleno de este Alto Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, en virtud de que se interpuso en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Unitario de Circuito en la audiencia constitucional de un juicio de amparo, en el que se cuestionó una norma general por estimarla inconstitucional y subsiste en el recurso el problema de constitucionalidad, respecto del artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, con entrada en vigor a partir del día siguiente; sobre el que no existe pronunciamiento de constitucionalidad por este Alto Tribunal, lo que origina la importancia y trascendencia del presente asunto para el orden jurídico nacional. Además, resulta innecesaria la intervención del Tribunal Pleno, porque el asunto versa sobre la materia que es especialidad de esta Primera Sala.
11. Oportunidad en la presentación del recurso. No obstante de que se trata de un presupuesto procesal cuyo análisis es de estudio preferente y oficio, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, NO procederá al análisis en torno a la oportuna interposición del recurso, toda vez que dicho tópico ya fue estudiado por el Tribunal Colegiado de origen, en el considerando segundo de su sentencia.

12. Procedencia del recurso. En lo que es materia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe decirse que el recurso de revisión resulta procedente en virtud de que fue interpuesto en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Unitario de Circuito en Materia Penal, en audiencia constitucional durante la tramitación de un juicio de amparo bi-instancial, en el que se negó el amparo y protección de la Justicia Federal a los quejosos, respecto de la inconstitucionalidad del artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, con entrada en vigor a partir del día siguiente,  y por lo que hace a dicho estudio, el Tribunal Colegiado del conocimiento reservó la JURISDICCIÓN ORIGINARIA en favor de este Alto Tribunal. De este modo, se surten los extremos del Punto Tercero, en relación con el Segundo, fracción III, del Acuerdo General Plenario 5/2013, emitido el trece de mayo de dos mil trece, y publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintiuno del mismo mes y año.
IV. CUESTIONES NECESARIAS PARA RESOLVER EL PRESENTE RECURSO.
13. Para resolver el presente medio de impugnación resulta trascendente realizar una revisión de las consideraciones jurídicas que sustentan el acto reclamado, las expresadas en la demanda de amparo, a partir de los cuales sustenta la afirmación de inconstitucionalidad del artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se expidió la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, con entrada en vigor a partir del día siguiente; así como, las consideraciones que al respecto emitió el Tribunal Unitario de Circuito que conoció de la demanda de amparo, quien negó la protección constitucional solicitada al estimar que la norma general referida no es inconstitucional; y, los agravios que hacen valer los recurrentes.
14. Acto reclamado. El Tercer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, por resolución dictada el quince de enero de dos mil catorce, en los autos del toca penal **********, determinó confirmar la interlocutoria de cinco de diciembre de dos mil trece, emitida por el Juez Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, en el incidente no especificado relacionado con la causa penal **********, que declaró infundada la solicitud del sobreseimiento en la causa por supresión del tipo penal del delito que se les instruye, previsto y sancionado en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo en vigor hasta el dos de abril de dos mil trece. Las consideraciones jurídicas más relevantes, fueron las siguientes:
· Contrario a lo expuesto por la parte incidentista, el juzgador ciñó su actuar a lo dispuesto en los artículos 94 y 95 del Código Federal de Procedimientos Penales, ya que señaló los preceptos legales aplicables al caso y expuso los razonamientos por los que resolvió declarar infundado el incidente no especificado en el que los procesados solicitaron el sobreseimiento en la causa penal por supresión del tipo penal.
· Contrario a lo sostenido por la parte recurrente y con sustento en lo razonado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión **********, la finalidad que el legislador persiguió al establecer como delictiva la conducta prevista en la fracción I del numeral 211 de la Ley de amparo – actualmente abrogada – fue sancionar al hecho mismo de la falsedad que produce consecuencias dañosas para la administración de la justicia que tienen a su cargo los tribunales federales en materia de amparo, y frenar el fraude procesal.
· Que opuesto a lo que aducen los recurrentes, la conducta considerada delictiva en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, continúa siéndolo en la nueva Ley; que si bien es cierto, en el artículo de la ley abrogada no se establecía de manera textual el elemento subjetivo específico relativo al “propósito de obtener una ventaja procesal indebida”, que sí fue incluido en la fracción I, del numeral 261 de la Ley de Amparo vigente; tal circunstancia no afecta las características de la conducta que se considera como delictiva, pues el tipo penal vigente mantiene en esencia los mismos elementos constitutivos de la conducta ilícita prevista en el ordenamiento abrogado, con la única salvedad de que en la descripción típica vigente se incluyó, ahora de manera textual, el elemento subjetivo específico aludido; que sin embargo, ello no es razón para considerar que anteriormente no se requería dicha finalidad por parte del sujeto activo, pues ese es, precisamente, uno de los presupuestos para que la conducta pueda considerarse como delictiva, ya que solamente admite la forma de comisión dolosa.
· Que la adición del elemento subjetivo específico en el artículo 261 de la Ley de Amparo vigente, de manera alguna afecta las características de la conducta que se considera delictiva en la abrogada Ley de Amparo, pues el tipo penal que ahora se prevé, mantiene en esencia los mismos elementos constitutivos que el anterior, de ahí que al insertar en la descripción típica de manera textual un elemento subjetivo que antes se encontraba inmerso de manera implícita en el dolo, no implica que se haya despenalizado la conducta tipificada como delito, pues ésta continúa considerándose como delictiva para los legisladores, tan es así, que en el artículo 261 del ordenamiento vigente, se incrementaron las sanciones a imponer por la comisión de la conducta ahí descrita.
· Que en el caso concreto, no se actualiza la supresión del tipo penal, sino la sucesión de normas penales en el tiempo, también denominada ultractividad de la ley, pues si en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente, se mantienen esencialmente los elementos de la conducta típica prevista en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, es inconcuso que el legislador reiteró la pretensión punitiva de esa conducta, e incluso, le reconoció validez jurídica de acuerdo a las hipótesis del artículo cuarto transitorio del decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, por el que se expidió la nueva Ley de Amparo, y que la aplicación de dicha norma de tránsito no transgrede el principio de exacta aplicación de la ley en materia penal.
15. Argumentos esgrimidos en la demanda de amparo. Los quejosos formularon, en cuanto a los aspectos de inconstitucionalidad, esencialmente, los siguientes argumentos:
· En el primer concepto de violación, los quejosos aducen que el artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, es inconstitucional, en virtud de que viola los principios de norma privativa prohibitiva, exacta aplicación de la Ley en materia penal, certeza jurídica, irretroactividad de la ley penal e impartición de justicia, consagrados en los artículos 1, 13, 14 y 17 de la Constitución Federal, por las siguientes razones.

·  Que la norma transitoria que impugnan infringe el artículo 14 constitucional – que consagra los principios de certeza jurídica, exacta aplicación de la Ley en materia penal e irretroactividad – pues dispone que serán aplicables las disposiciones vigente al momento en que se haya cometido la conducta, lo que implica fijarle una vigencia indeterminada a un precepto legal que ya fue abrogado.

· Que dicha norma de tránsito tiene como función, regular el paso ordenado de la ley anterior a la ley nueva, con la finalidad de dar cumplimiento a un principio de seguridad jurídica para que así el gobernado tenga la certeza respecto a la vigencia de normas equivalentes cuando se presenta una sucesión de éstas en el tiempo.

· Que tratándose de la abrogación de leyes, la regulación que se realice en una norma de tránsito, debe cumplir con el principio de exacta aplicación de la ley en materia penal, ya que si una conducta tipificada como delictuosa deja de serlo por ser derogada la norma o la ley, para ser conformada en una nueva, con distintos elementos del tipo, deja de tener tal carácter, en virtud de que la norma derogada fue sustituida por otra que considera como delito la conducta pero con nuevos elementos del tipo penal.

· Que si no se presenta una sucesión de normas sustantivas penales en el tiempo, por preverse idénticas conductas típicas en la ley anterior y en la nueva ley, los hechos cometidos durante la vigencia de aquélla, al dejar de tener el carácter de delictivo, no pueden surtir ningún efecto, ya sea por derogación o por abrogación de la ley que así lo prevea y, por ello, durante la vigencia de la nueva ley, ya no deben ser objeto de persecución, procesamiento y menos de una sentencia condenatoria y su ejecución, lo anterior, en observancia al principio de exacta aplicación de la ley en materia penal.

· Que el tipo penal vigente, previsto en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo, promulgada el dos de abril de dos mil trece, no es el mismo que el reprochado a los quejosos en la causa penal **********, pues el que ahí se menciona es el diverso artículo 211, fracción I, de la anterior Ley de Amparo, que quedó derogada y por consecuencia sin vigencia para su aplicación, pues éste cambió en su estructura y elementos con el ahora vigente.

· Que las conductas típicas que se contenían en la fracción I del artículo 211, de la abrogada Ley de Amparo, ya no fueron consideradas de forma idéntica en la nueva norma, sino que varió en su conformación en el precepto vigente 261, fracción I; ya que el primer precepto se refiere específicamente al quejoso, que en su demanda de amparo afirme hechos falsos; en cambio, del análisis del tipo penal que alberga el segundo precepto, exige y amplía la calidad de quejoso, abogado u autorizado, calidad específica en el activo, agregando también, como otro elemento, el consistente en “si con el propósito de obtener una ventaja procesal indebida” afirme hechos falsos en la demanda. Conducta de propósito encaminada a obtener una ventaja procesal que no aparecía en el texto del numeral derogado, por lo que ambos tipos no resultan idénticos.

· Que en acatamiento al principio nullum crimen sine lege, debe considerarse que la anterior conducta dejó de tener tal carácter, porque la vigente prevé nuevos elementos que antes no se describían textualmente, es decir varió la constitución del delito para que se pueda actualizar la comisión del mismo y con ello hacer juicio de reproche a los gobernados.

· Que de lo dispuesto en los artículos 56 y 117 del Código Penal Federal, en concordancia con los principios de exacta aplicación de la ley penal e irretroactividad, previstos en el artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, resultaría ilógico considerar que si el legislador, tiempo después, al determinar derogar la conducta reprochada y suprimir el tipo delictivo de que se trate, para modificarlo y agregarle nuevos presupuestos, la autoridad insista en exigir una responsabilidad de una conducta ya derogada.

· Que en la exposición de motivos de la nueva Ley de Amparo, se mencionó que consideraban necesario agrupar y sistematizar las sanciones debidamente, compilando todos los supuestos que prevén las hipótesis a sancionar, para el efecto de establecer tipos penales y evitar confusiones, así como prever nuevos supuestos penales que ayudaran a mejorar la impartición de justicia; que tales consideraciones ayudan a confirmar el presupuesto que se hace valer, en el sentido de que el tipo penal que se reprocha a los quejosos, previsto en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, fue modificado, pues le agregaron nuevos elementos para adecuar la conducta que el legislador pretendía evolucionar de acuerdo a la dinámica del juicio de amparo y con ello derogar la anterior conducta, misma que a la fecha ya no se encuentra vigente, por lo que no resulta viable que se tenga sujeto a proceso penal y menos aplicar una sanción de la misma a los particulares, si ésta quedó superada por una diversa que hoy en día mantiene distinta penalidad y elementos del cuerpo del delito.

· Que tal y como se estableció en el amparo directo en revisión **********, resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dio origen a la tesis 118/2012 (10ª), de rubro: “MIGRACIÓN EL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, para que se presente una sucesión de normas sustantivas penales en el tiempo, deben preverse idénticas conductas típicas en la ley anterior y en la nueva ley; lo que en el caso concreto no aconteció, pues el tipo penal previsto en el artículo 211 de la Ley de Amparo abrogado, fue modificado por el previsto en el numeral 261 de la nueva Ley, ya que sus elementos son distintos.

· Que por las razones anteriores, el artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo publicada el dos de abril de dos mil trece, es inconstitucional, en virtud de que infringe los principios nullum crimen sine lege y nulla poena sine lege, contenidos en el artículo 14 constitucional, ya que permite sancionar al particular con un tipo penal que está derogado.

· Que la norma transitoria impugnada, también contraviene el artículo 13 constitucional, pues si conforme a dicho precepto, se estima vigente el artículo 211, fracción I, de la Ley de amparo de diez de enero de mil novecientos treinta y seis, éste constituiría una norma privativa prohibida por el mencionado artículo constitucional, al aplicarse sólo a aquellos individuos que se encuentren en el supuesto normativo hasta antes de la entrada en vigor del ordenamiento penal.

· Que por ende -  aducen los quejosos – en ejercicio del principio pro persona, debe declararse inconstitucional el artículo transitorio que combaten, para el efecto de que sea inaplicado en la resolución también reclamada y en consecuencia se determine procedente el sobreseimiento en la causa penal, por supresión del tipo penal.

16. Resolución del juicio de amparo. El Sexto Tribunal Unitario del Primer Circuito, respecto a los conceptos de violación, expresó las consideraciones siguientes
· Calificó de inoperante el concepto de violación en el que se afirma que el artículo transitorio impugnado, es contrario al artículo 17 constitucional, en virtud de que los quejosos construyeron su motivo de disidencia a partir de premisas generales y abstractas, pero no presentaron argumentos mínimos de impugnación, para evidenciar la causa de pedir. En apoyo, invocó las jurisprudencias emitidas por el Pleno y la Primera Sala de este Alto Tribunal, de rubros: “LEY. PARA ANALIZAR SU CONSTITUCIONALIDAD DEBE PLANTEARSE SU OPOSICIÓN CON UN PRECEPTO DE LA CONSTITUCIÓN” y “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. LA IMPUGNACIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD DE DISPOSICIONES LEGALES PRECISA DE REQUISITOS MÍNIMOS A SATISFACER”.
· No obstante lo anterior, el Tribunal de amparo determinó que respecto de los actos legislativos, materializados en la expedición del artículo cuarto transitorio combatido, fueron respetadas las garantías de acceso a la justicia, pronta impartición de justicia y tutela jurisdiccional, consagrados en el artículo 17 de la Constitución Federal, pues lejos de haberse impuesto requisitos impeditivos u obstaculizadores del acceso a la jurisdicción, con el establecimiento del referido transitorio, se plasman los lineamientos necesarios para el tránsito ordenado de la norma abrogada con respecto a la ulterior, lo que se traduce en seguridad jurídica para el gobernado, al saber qué tipo penal regirá su situación jurídica y con ello poder defenderse.
· Que el hecho de que el transitorio en cuestión, remita a la Ley abrogada en todo lo referente a la tramitación hasta su resolución final de los asuntos acaecidos durante su vigencia, no lo torna inconstitucional, pues la conducta criminosa prevista en el artículo 211, fracción I, del ordenamiento abrogado, no dejó de ser delictuosa, pues de la exposición de motivos que animó su creación, se advierte el objetivo de desincentivar el fraude procesal que se hacía para obtener una ventaja indebida a partir de la exposición de hechos falsos; entonces, lejos de contravenir el artículo 17 constitucional, se privilegia ese acceso legítimo a la justicia, pues evita que actores procesales con propósitos ilegales, acudan o inciten el actuar jurisdiccional, evitando cargas innecesarias de trabajo y la distracción de los recursos humanos que bien podrían emplearse en la tramitación y resolución de los juicios de amparo promovidos legítimamente.
· A partir de los objetivos que animaron la creación del artículo 211 de la Ley de Amparo abrogada, que se advierten de la exposición de motivos origen del decreto publicado el diecinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, analizada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión ********** y de los diálogos parlamentarios atinentes a la actual Ley de Amparo, que dieron origen al artículo 261, fracción I, el Tribunal de amparo estimó que como bien concluyó el tribunal responsable, en la especie no se configura la figura de extinción de la responsabilidad penal de los quejosos, porque ambos preceptos legales, receptan esencialmente el mismo hecho disvalioso, con lo que el Estado refrenda su intención de seguir considerando delictuosa la conducta consistente en afirmar hechos falsos u omitir los que le consten en la demanda de amparo, cuando no se trate de los casos de excepción ahí delimitados, pues incluso, en la ley actual, se agravan las sanciones, y al incluir, además de al quejoso, a su abogado o autorizado, se buscó ampliar el espectro punitivo del Estado, con lo que no se revela la intención de suprimir el tipo penal, sino todo lo contrario.
· Que si bien es cierto, en el artículo 211, fracción, de la Ley de Amparo abrogada, no se incluía de manera expresa el componente subjetivo que ahora se lee en el numeral 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente, consistente en el “propósito de obtener una ventaja procesal indebida”; ello no quiere decir que ese ingrediente no estuviera inmerso o implícito en la creación del injusto, sólo que aquél tipo penal exigía su acreditación en su forma genérica, es decir, el dolo genérico y no el específico como ahora ocurre bajo la redacción del precepto 261.
· Que en la especie, a las conductas criminosas desplegadas por los quejosos, se les imprimió tal objetivo – ahora llamado propósito – ya que no se puede entender de otra manera, si los juicios de amparo que promovieron, fueron sobreseídos por falta de interés jurídico, pues resultó que lo afirmado en sus demandas es falso e incluso pretendieron mantener viva la materia de tales juicios con la solicitud de los incidentes de suspensión, con lo que se evidencia el claro propósito u objetivo de tener una ventaja procesal indebida con la paralización que implica la concesión de esa figura suspensiva y, en su caso, la obtención de una sentencia amparadora basada en afirmaciones falsas.
· Que no pasa inadvertido que el anterior ordenamiento exige que la afirmación de los hechos falsos sean “en relación con el amparo”, en tanto que la ley posterior habla “en relación con el acto reclamado”; pero tal circunstancia no modifica la tipificación de la conducta, pues lo único que hace, es acotar la referencia espacial de tales asertos apócrifos, que en la especie, fueron al relatar los antecedentes del acto reclamado, es decir, fueron externados en relación con el acto reclamado, lo que fortalece la conclusión en el sentido de que las conductas se ubican en ambos ordenamientos, como lo consideró el tribunal responsable.
· Que el precepto transitorio impugnado, no contraviene los párrafos primero y tercero del artículo 14 constitucional, porque la conducta por la que se sigue proceso a los quejosos, continúa siendo delictuosa, de ahí que tal norma en modo alguno coartó su derecho para la aplicación de la ley más favorable, basándose en la inexistente figura de la supresión del tipo.
· Que contrario a lo que pretenden los quejosos, la conducta criminosa contemplada en la ley anterior, no debe ser necesariamente una calca o dúplica en el ordenamiento posterior, pues el elemento subjetivo siempre acompañó la creación del delito previsto en el artículo 211, fracción I, sólo que ahora se prevé de forma expresa en el numeral 261, fracción I; en tanto que la ampliación de la calidad específica de los sujetos activos, en el caso particular, no la hace atípica, máxime cuando ambos preceptos receptan la figura del quejoso, que es el que ahora interesa.
· Que no es acertada la afirmación en el sentido de que la actual Ley de Amparo establezca “nuevos supuestos penales”, pues del simple contraste de los artículos 204, 205, 206 y 199 de la Ley de Amparo abrogada, 262 y 266 de la nueva Ley, es factible advertir que en el actual ordenamiento se conservan igual número de figuras típicas contempladas en la abrogada. 
· Que si bien es importante la interpretación de la norma a partir de su exposición de motivos, sin embargo, será referente y vinculante, cuando esos diálogos sean plasmados en el texto normativo, lo cual, no acontece del todo en el caso. En apoyo se invocó la tesis aislada de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “PROCESO LEGISLATIVO. LAS RAZONES EXPUESTAS POR LOS ÓRGANOS QUE PARTICIPAN EN ÉL Y QUE NO FUERON REFLEJADAS EN LAS DISPOSICIONES LEGALES PROMULGADAS EN EL DECRETO RESPECTIVO, NO FORMAN PARTE DEL CUERPO LEGAL DE UN ORDENAMIENTO, POR LO QUE EN SU INTERPRETACIÓN NO PUEDEN INTRODUCIRSE ELEMENTOS NO INCORPORADOS EN EL TEXTO DE LA DISPOSICIÓN LEGAL DE QUE SE TRATE”.
· Que no asiste razón a los quejosos cuando afirman que es desafortunada la redacción del artículo transitorio que combaten; en virtud de que dicho numeral tiene como finalidad establecer los lineamientos para el tránsito ordenado de la norma abrogada con respecto a la ulterior y así dotar de eficacia el ordenamiento materia de la reforma, frente a esa sucesión de normas, lo que en la especie aconteció, pues tal dispositivo establece que los delitos contemplados en la Ley de Amparo abrogada, serán juzgados a la luz de aquélla, a pesar de que queda abolida.
· Que subyace el principio de ultractividad, al permitir que el tipo penal previsto en el artículo 211, que recepta las conductas criminosas acaecidas durante su vigencia, siga surtiendo efectos aun y cuando el ordenamiento donde se contiene haya quedado abrogado; sin embargo, ello no impide ni prohíbe la aplicación del artículo 56 del Código Penal Federal, que consagra el principio de retroactividad benigna en materia penal, aplicable entre la comisión del delito y la extinción de la pena o medida de seguridad, de ahí que tampoco se esté fijando vigencia indeterminada a un precepto legal ya abrogado. Se invocan en apoyo las tesis de la Primera Sala y Pleno de este Alto Tribunal, de rubros: “LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO. LOS ARTÍCULOS SEGUNDO Y QUINTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDIÓ, PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2010, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL CONDENADO”, “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. CUANDO SE INTERPONE CONTRA UN PRECEPTO TRANSITORIO QUE YA CUMPLIÓ EL OBJETO PARA EL CUAL SE EMITIÓ, DEBE SOBRESEERSE EN ELLA AL SURTIRSE LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, FRACCIÓN V, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL” y “ÓRGANOS LEGISLATIVOS. TIPOS DE FACULTADES O COMPETENCIAS DERIVADAS DEL PRINCIPIO DE DIVISIÓN FUNCIONAL DE PODERES”.
· Que no se transgredieron los principios de exacta aplicación de la ley penal y aplicación retroactiva de la ley – y por ende, tampoco se infringió el contenido de la tesis que invocan los quejosos, que desarrolla tales principios  en virtud de que les fue aplicada la norma anterior que resultó más favorable.
· Que tampoco se infringió la tesis de rubro: “DEMANDA DE AMPARO. CUANDO LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DE LA LEY DE LA MATERIA, PUBLICADA EN EL DIARIO OFIFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 2 DE ABRIL DE 2013, IMPLIQUE REDUCIR LA OPORTUNIDAD PARA LA PRESENTACIÓN DE ESE ESCRITO, TAL PRECEPTO DEBERÁ SER DESAPLICADO EN EJERCICIO DEL CONTROL CONSTITUCIONAL EX OFFICIO”, en la medida en que la redacción del artículo cuarto transitorio en análisis, no coarta o trunca la aplicación del principio de retroactividad favorable.
· Que no es aplicable la tesis de rubro: “ULTRACTIVIDAD DE LAS LEYES. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE RECLAMA UN DERECHO CREADO O RECONOCIDO POR UNA NORMA ADMINISTRATIVA QUE NO RIGIÓ LA RELACIÓN JURÍDICA PRETENDIDAMENTE GENERADORA DE ÉL, SINO QUE NACIÓ UNA VEZ TERMINADA ÉSTA Y POSTERIORMENTE DEJÓ DE ESTAR EN VIGOR, DE MODO QUE YA NO ERA APLICABLE CUANDO EL INTERESADO HIZO SU RECLAMACIÓN”, pues se refiere a los efectos de la ley intermedia, supuesto que no se presentó en la especie.
· Que en virtud de que ya se estableció que en la especie sí se actualiza la figura de “sucesión de normas en el tiempo” y se precisó el alcance de la expresión de que deben preverse “idénticas” conductas en la ley; no se infringe el contenido de la ejecutoria que dio origen a la tesis de rubro: “MIGRACIÓN. EL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”; ni la tesis de rubro: “DERECHOS DE AUTOR. EL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE ADICIONÓ EL TÍTULO VIGÉSIMO SEXTO AL LIBRO SEGUNDO, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA FEDERAL, EN TANTO QUE PRETENDE SANCIONAR PENALMENTE LA CONDUCTA CONSIDERADA DELICTIVA, SÓLO HASTA ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR DEL PROPIO DECRETO, EN EL ARTÍCULO 135, FRACCIÓN II, DE LA LEY RELATIVA ABROGADA, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN BENEFICIO DEL INCULPADO, PROCESADO O SENTENCIADO”.
· Que la norma transitoria tildada de inconstitucional, no constituye ley privativa, pues está investida de las características de generalidad, abstracción y permanencia de las normas jurídicas, y se aplica por igual a todas las personas que se ubiquen en la hipótesis normativa, esto es, a quienes a la entrada en vigor de la nueva Ley de Amparo, se les esté siguiendo proceso penal por el delito previsto y sancionado en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada. 
· Que el precepto transitorio combatido, tampoco es inconvencional, al no vulnerar los derechos humanos del artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, en concreto, los de irretroactividad de la ley penal en perjuicio y exacta aplicación de la ley penal.
· Que al no surgir la figura de supresión del tipo penal – pues se actualizó la sucesión de normas en el tiempo – resultó legal que la responsable determinara que no procedía el sobreseimiento en la causa penal.
· Que es infundado el argumento en el sentido de que el tribunal responsable omitió aplicar el principio pro persona y con ello privilegiar la interpretación más favorable a los quejosos, además de que no ejerció el control de convencionalidad ex officio; lo anterior, en virtud de que no se actualizó la subsistencia de dos normas que para determinar cuál de ellas resulta aplicable, requiriera en atención a su alcance de mayor beneficio al gobernado, hacer una interpretación pro persona; y además, porque no existió materia para ejercer tal control de convencionalidad. 
· Que no obstante el tribunal responsable precisó que la resolución apelada era contradictoria, sin embargo, en ejercicio de sus facultades, reparó tal incongruencia para así determinar legalmente que el “propósito” regulado expresamente en el artículo 261, fracción I, estaba antes inmerso en el diverso 211, fracción I, pues la comisión de esa conducta siempre ha sido eminentemente dolosa; determinación que sí tiene asidero en la exposición de motivos que le dio origen al mencionado precepto de la Ley abrogada.
· Que el hecho de que la ejecutoria en que la responsable se basó, versara sobre la constitucionalidad del artículo 211, a la luz del precepto 1 constitucional, así como al derecho de defensa adecuada, no conduce automáticamente a su desestimación, pues los criterios jurisprudenciales y las ejecutorias de las que derivan, tienen diversos grados de aplicación. En apoyo, se invoca la tesis de la Segunda Sala de este Alto Tribunal, de rubro: “JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. EL HECHO DE QUE EN ÉSTA NO SE HAYA INTERPRETADO EL MISMO PRECEPTO QUE EL ANALIZADO EN EL CASO CONCRETO, NO BASTA PARA ESTIMAR SU INAPLICABILIDAD”.
· Que es infundada la afirmación de los quejosos, en el sentido de que de haberse asentado en la exposición de motivos tal “propósito”, entonces no tendría razón de ser la anunciada reforma y el cambio del tipo penal; en virtud de que la actual redacción responde a la necesidad de brindar mayor claridad al tipo penal, al evidenciar ese objetivo, ahora, plasmado expresamente en el texto legal como propósito.
· Que contrario a lo que aducen los quejosos, la resolución reclamada no viola el precepto 17 constitucional, que consagra el derecho fundamental a que se imparta justicia de manera completa; en virtud de que la autoridad responsable contestó los puntos neurálgicos puestos a debate y resolvió la cuestión efectivamente planteada, sin que pueda sostenerse la infracción a tal precepto, con base en el resultado adverso de la decisión tomada por la responsable.
17. Agravios. La parte quejosa y disidente formuló, en esencia, en calidad de agravios, los argumentos siguientes:
· Que no asiste razón al magistrado a quo, en cuanto refiere que los conceptos de violación expuestos no cumplían cuando menos con la causa de pedir y que por ello resultaban inoperantes; ya que en el primer concepto de violación se expusieron de manera amplia y clara, los motivos, argumentos, criterios y antecedentes, para sustentar el punto de derecho expuesto, en el sentido de que el artículo cuarto transitorio de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, va en contra de lo dispuesto en el artículo 14 constitucional, razón por la cual, dicen los recurrentes, el concepto de violación aludido no es inoperante y al considerarlo así, se aplica un criterio rigorista que ya fue superado por la jurisprudencia de este Alto Tribunal.
· Que contrario a lo determinado por el Tribunal de amparo, la conducta criminosa contemplada en el precepto 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, sí dejó de ser delictuosa, porque el transitorio segundo de la nueva Ley, determinó abrogar la de 1936; que además, la hipótesis de delito prevista en aquél artículo, cambió en su estructura, pues en el numeral 261, fracción I, de la nueva Ley de Amparo, se prevén nuevos y diversos elementos del tipo, que antes no se describían textualmente.

· Que resulta inexacta la consideración del Tribunal a quo, en el sentido de que la conducta prevista en el artículo 211, fracción I de la Ley de Amparo abrogada, no dejó de ser delictuosa; lo anterior – afirman los recurrentes – en virtud que el alcance real de la exposición de motivos del decreto que dio origen a tal precepto, de treinta de diciembre de mil novecientos cincuenta, se encontraba limitada a consideraciones distintas para agregar la conducta, y con la nueva Ley de Amparo, esa conducta tipificada requirió de nuevos elementos que hoy en día se encuentran descritos en el artículo 261, fracción I, de dicho ordenamiento.

· Que les causa agravios que el a quo, al referirse sobre el sentido y alcance de la figura de la supresión del tipo penal, trajera a colación los hechos criminosos por los cuales se les sigue proceso a los quejosos, ya que ello es materia del fondo del asunto, totalmente ajeno al presente.

· Que el a quo no analizó correctamente el criterio contenido en el amparo en revisión **********, resuelto por la Primera Sala de este Alto Tribunal, ya que, si bien es cierto, en éste se estudió la finalidad del legislador para establecer como delictiva la conducta descrita en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, y para ello analizó la exposición de motivos del decreto que le dio origen, y concluyó que dicha norma perseguía frenar el llamado fraude procesal, para tener un injusto provecho; lo cierto es, que en ninguna parte de la ejecutoria de amparo aludida se habla del nuevo elemento del tipo penal que prevé el artículo 261, fracción I, de la nueva Ley de Amparo, consistente en el “propósito de obtener una ventaja procesal indebida”; de ahí que no es factible  afirmar  que no se actualiza la supresión del tipo penal (abrogado).
· Que la referencia que el a quo hace a los diálogos parlamentarios que dieron origen al artículo 261, fracción I de la nueva Ley de Amparo, de los que se advierte que las razones expuestas para la modificación de la conducta delictiva fue porque las sanciones no se encontraban debidamente sistematizadas y agrupados; porque se pretendía compilar en el título respectivo todos los supuestos que pueden traer consigo la aplicación de sanciones penales; establecer los tipos penales para evitar remisiones al Código Penal Federal, así como adecuar el monto de las multas y prever nuevos supuestos penales que ayudarán a mejorar la impartición de justicia de amparo; lejos de contravenir lo argumentado por los quejosos – dicen los recurrentes – respaldan su motivo de disidencia, en el sentido de que se trató de un cabio en las hipótesis delictivas, para adecuar y modificar las sanciones penales a la actualidad.

· Que se dejó de valorar, tal como fue planteado, el argumento consistente en que debía aplicarse correctamente lo dispuesto en el artículo 14, párrafo tercero, constitucional, en relación con los diversos 56 y 117 del Código Penal Federal, y 298, del Código Federal de Procedimientos Penales, conforme al principio general de Derecho “donde la ley no distingue, el intérprete no debe distinguir”, pues si la norma anterior, exigía circunstancias específicas, y en cambio, la norma actual requiere de una nueva, consistente en que la conducta del activo tenga como propósito el obtener una ventaja procesal indebida, ello se traduce en que la hipótesis establecida en la norma derogada no encuentra adecuación exacta en el actual precepto legal.
· Que contrario a lo sostenido por el a quo, el tipo penal nuevo no es el mismo al derogado, pues el elemento subjetivo genérico (dolo) que define como el exigible en la acreditación del artículo 211, fracción I, de la ley abrogada, no es el mismo al elemento subjetivo específico (dolo específico) que se prevé – ahora sí, textualmente – en el artículo 261, fracción I, de la nueva Ley, y que consiste en el propósito de obtener una ventaja procesal indebida; pues éste, al formar parte del cuerpo del delito (por encontrarse contenido en la descripción típica), es distinto al dolo genérico; y que por lo tanto, no se puede presentar una sucesión de normas sustantivas penales en el tiempo, pues, insisten los recurrentes en el artículo 261, fracción I, de la nueva Ley de Amparo, no se tipifica de manera idéntica la conducta considerada como delictiva en el numeral 211, fracción I, de la ley abrogada, pues en aquélla se prevén nuevos sujetos activos, nuevos elementos del tipo penal y distinta penalidad del delito.
· Que el tipo penal previsto en el artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo, se refería específicamente al quejoso, que en un juicio de amparo, afirme hechos falsos; en cambio el artículo 261, fracción I, de la nueva Ley, exige y amplía la calidad específica del activo, pues además del quejoso, incluye al abogado u autorizado, además agrega, como otro elemento, el consistente en el “propósito de obtener una ventaja procesal indebida” y que se afirmen hechos falsos “en relación con el acto reclamado”. Que como la conducta de propósito, encaminada a obtener una ventaja procesal, no aparecía en el texto del precepto hoy derogado, entonces no deben considerarse idénticos dichos preceptos, en cuanto a los elementos integradores del tipo penal.

· Que contrario a lo determinado por el a quo, en la especie no se actualiza la sucesión de normas sustantivas penales, pues acorde con el criterio de la Primera Sala del Alto Tribunal, plasmado en la ejecutoria de amparo en revisión **********, de la que derivó la jurisprudencia 118/2012, sólo se actualizará tal figura,  cuando la norma es sustituida por otra pero que considere como delito la misma conducta (sin que se exija que se trate de una calca del tipo penal), sino que sus elementos tengan identidad y no sean modificados; lo que en la especie, insisten los recurrentes, no aconteció, pues la conducta típica prevista en el artículo 211, fracción I, derogado, no es idéntica a la prevista actualmente en el numeral 261, fracción I, de la nueva Ley, porque los elementos del cuerpo del delito fueron modificados, en la medida que varió en su estructura, sujetos activos y penalidad.
· Que por esos motivos se puede afirmar que el artículo cuarto transitorio de la Ley de Amparo promulgada el dos de abril de dos mil trece, es inconstitucional, al contravenir los principios nullum crimen sine lege y nulla poena sine lege, previstos en el artículo 14 constitucional, al permitir sancionar al particular con un tipo penal que ya está derogado.

· Que además, si se estima que conforme al artículo cuarto transitorio de la nueva ley de amparo, sigue siendo delictuosa la conducta prevista en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, se vulnera el artículo 13 de la Constitución que prohíbe las normas privativas, ya que se aplicaría sólo a aquellos individuos que se encuentren en el supuesto normativo hasta antes de la entrada en vigor del ordenamiento penal.
· Que entonces, el tribunal a quo, en ejercicio del principo pro persona y del control de convencionalidad ex officio, estaba en condiciones de declarar la inaplicación de la norma transitoria impugnada, por ser inconstitucional.

· Que contrario a lo que determinó el a quo, no resulta legal que los quejosos sigan siendo juzgados por un delito que ya fue derogado, pues no se surte el principio de ultractividad, en la medida que el artículo cuarto transitorio del decreto promulgado el dos de abril de dos mil trece, es violatorio del principio de exacta aplicación de la ley penal, en virtud de que no se puede presentar una sucesión de normas sustantivas penales en el tiempo, al no preverse idénticas conductas típicas en la ley anterior y en la nueva, por ello, durante la vigencia de la nueva ley ya no pueden ser objeto de procesamiento, ni de una sentencia condenatoria.

· Que el a quo pasó por alto el criterio en el sentido de que a ninguna norma general (en este caso, el artículo cuarto transitorio cuestionado) se le puede dar efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna; esto es, que si con base en una Ley, al particular lo ubican en una hipótesis y ésta al ser derogada y cambiar en la nueva ley, se configura a su favor una situación jurídica de oportunidad que no puede ser disminuida por una ley posterior.

· Que no asiste razón al a quo, en cuanto afirma que no era vinculante analizar la iniciativa y exposición de motivos de la nueva Ley de Amparo, al tenor de los argumentos que se hicieron valer en la demanda de garantías; pues era necesario tal análisis, ya que en dicha exposición se mencionó que por lo que hace al capítulo de los delitos, se consideraba necesario agrupar y sistematizar las sanciones debidamente, compilando todos los supuestos que prevén las hipótesis a sancionar, para el efecto de establecer tipos penales y evitar confusiones, así como adecuar multas y prever nuevos supuestos penales que ayudaran a mejorar la impartición de justicia; y que tales consideraciones – dicen los recurrentes – ayudaban a confirmar el argumento que se hizo valer en la demanda de amparo, en el sentido de que el tipo penal que se reprocha a los quejosos, fue modificado, pues se le agregaron nuevos elementos para adecuar la conducta que el legislador pretendía evolucionar de acuerdo a la dinámica del juicio de amparo y con ello derogar la anterior conducta.
· Que los argumentos utilizados por el a quo, para no aplicar las distintas tesis que se le hicieron valer en la demanda de amparo, son limitados en cuanto a su motivación y por ende, insuficentes.

· Que contrario a lo que determinó el a quo, sí tenía cabida la interpretación pro persona que se le hizo valer, así como el control de convencionalidad ex officio, pues en la demanda de amparo los quejosos afirmaron que el artículo cuarto transitorio de la Ley de Amparo promulgada el dos de abril de dos mil trece, es inconstitucional, al contravenir los principios nullum crimen sine lege y nulla poena sine lege, contenidos en el artículo 14, tercer párrafo, de la Constitución Federal, así como se planteó que en la especie no se actualizaba la figura de la sustitución de una norma de carácter penal para su aplicación, porque no era idéntica en su contenido, ya que los elementos del tipo penal del delito previsto en el artículo 261 de la Ley de Amparo vigente, fue modificado al que originalmente preveía el numeral 211 de la Ley reglamentaria anterior.
V. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS. 

ESTUDIO DE FONDO.
18. Previo al análisis de la litis, este Supremo Tribunal en aras de preservar un principio de orden y congruencia expositiva, estima necesario puntualizar la metodología a seguir:

19. En primer lugar, será analizado el tema de inconstitucionalidad de la norma general impugnada – que es la problemática jurídica que subsiste – cuya definición en última instancia es competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 83 de la vigente Ley de Amparo.
20. La norma tildada de inconstitucional y que será objeto de análisis en la presente ejecutoria, es el artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se expidió la Ley de Amparo que está vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, y que textualmente dispone:
“CUARTO. A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales publicada en el Diario Oficial de la Federación de 10 de enero de 1936, incluidas las procesadas o sentenciadas, les serán aplicadas las disposiciones vigentes en el momento en que se haya cometido.”
21. De manera que se analizará si es correcta o no la decisión asumida por el Sexto Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo **********, en la que negó el amparo a los quejosos, respecto del artículo transitorio impugnado, al estimar que dicha norma general no viola los artículos 13, 14 y 17 de la Constitución Federal.
22. Lo cual se realizará a partir de la revisión de los argumentos de agravio expresados por los quejosos y actuales recurrentes, tendentes a combatir la citada determinación judicial; de los cuales es procedente la suplencia de la queja, en términos de lo prescrito en el artículo 79, fracción III, inciso a), de la vigente Ley de Amparo, porque el recurso de revisión fue interpuesto por quien tiene el carácter de inculpado en un proceso penal.
23. Inmediatamente después, se revisará la impugnación al apartado relativo a la legalidad del acto concreto de aplicación de la norma de tránsito tildada de inconstitucional.
24. En efecto, no obstante que la competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, para conocer del recurso de revisión en un juicio de amparo indirecto, en el que se plantea la inconstitucionalidad de una norma general, está limitada a resolver estrictamente el tema de constitucionalidad; y, una vez realizado lo anterior, debe devolver la jurisdicción al Tribunal Colegiado de Circuito respectivo, para que sea éste el que se ocupe de resolver la revisión respecto a los aspectos de estricta legalidad.
25. En el presente caso, esta Primera Sala considera que debe operar la reasunción de competencia para conocer sobre la legalidad del acto concreto de aplicación de la norma tildada de inconstitucional, por tratarse de un tema de características especiales, que tiene que ver con la previsión de uno de los supuestos que actualizan el delito especial de violación a la Ley de Amparo; aunado a que el aspecto de legalidad está estrechamente vinculado con el tópico de constitucionalidad.
26. Acorde a la estructura metodológica enunciada, se procede a realizar el estudio de fondo respectivo.

a) INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDIÓ LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL TRES DE ABRIL DE DOS MIL TRECE. 
27. Los agravios propuestos por los recurrentes son jurídicamente ineficaces en parte, en infundados en otra.
28. En efecto, resulta jurídicamente ineficaz, el agravio en el que se aduce, que no asiste razón al a quo, en cuanto refiere que los conceptos de violación expuestos no cumplían cuando menos con la causa de pedir y que por ello resultaban inoperantes; en virtud de que en el primer concepto de violación se expusieron de manera amplia y clara, los motivos, argumentos, criterios y antecedentes, para sustentar el punto de derecho expuesto, en el sentido de que el artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, es contrario a lo dispuesto en el artículo 14 constitucional, razón por la cual – dicen los recurrentes – el concepto de violación aludido no es inoperante, por lo que al considerarlo así, se aplica un criterio rigorista que ya fue superado por la jurisprudencia de este Alto Tribunal.
29. La ineficacia jurídica del agravio relatado consiste en que se sustenta en una premisa equivocada, pues resulta inexacto que el a quo declarara inoperante el primer concepto de violación, en la parte relativa en la que los quejosos expusieron las razones por las que consideran que el artículo transitorio impugnado, vulnera el artículo 14 constitucional.

30. En efecto, la inoperancia observada por el Tribunal a quo, se sustentó en que los peticionarios de amparo, no expusieron la causa de pedir, para evidenciar que el artículo transitorio impugnado, es contrario al artículo 17 constitucional; y no obstante ello, el Tribunal de amparo determinó que respecto de los actos legislativos, materializados en la expedición del artículo cuarto transitorio combatido, fueron respetadas las garantías de acceso a la justicia, pronta impartición de justicia y tutela jurisdiccional, consagrados en el aludido precepto constitucional.
31. De ahí que, como ya se dijo, el agravio que ahora plantean los recurrentes, resulta jurídicamente ineficaz, al sustentarse en una premisa que no guarda relación con las consideraciones expuestas por el Tribunal de amparo, y que por ende, es inexacta.
32. No obstante lo anterior, y tomando en cuenta que en términos del artículo 79, fracción III, de la Ley de Amparo, en la especie opera la suplencia de la queja en favor de los quejosos, ahora recurrentes, se procede a analizar la determinación del Tribunal a quo, en cuanto estimó que el precepto cuya inconstitucionalidad se reclama, no vulnera el artículo 17 constitucional.  Decisión que este Alto Tribunal considera correcta.
33. En efecto, esta Suprema Corte de Justicia ha determinado que la tutela judicial efectiva consagrada como derecho humano en los artículos 8.1. y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, garantiza al particular el acceso ante la autoridad jurisdiccional con atribuciones legales para resolver una cuestión concreta prevista en el sistema legal, es decir, todo aquel que tenga necesidad de que se le administre justicia tendrá plena seguridad de recibirla por los órganos jurisdiccionales permanentemente estatuidos con antelación al conflicto, sin más condición que las formalidades necesarias, razonables y proporcionales al caso para lograr su trámite y resolución.
34. Por consiguiente, la ley aplicable no deberá imponer límites a ese derecho, aunque sí la previsión de requisitos y formalidades esenciales para el desarrollo del proceso, por lo que los órganos encargados de administrar justicia deben asumir una actitud de facilitadores del acceso a la jurisdicción.
35. Sobre ese último particular, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al interpretar el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el informe 105/99 emitido en el caso 10.194, “Palacios, Narciso–Argentina”, de veintinueve de septiembre de mil novecientos noventa y nueve, estableció:
“…61. Es precisamente este tipo de irregularidades las que trata de prevenir el derecho a la tutela judicial efectiva, garantizado en el artículo 25 de la Convención, el cual impide que el acceso a la justicia se convierta en un desagradable juego de confusiones en desmedro de los particulares. Las garantías a la tutela judicial efectiva y al debido proceso imponen una interpretación más justa y beneficiosa en el análisis de los requisitos de admisión a la justicia, al punto que por el principio pro actione, hay que extremar las posibilidades de interpretación en el sentido más favorable al acceso a la jurisdicción.” (el resaltado es nuestro).”
36. Conforme al principio citado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el juez debe buscar en cada caso la interpretación más favorable al ejercicio de la acción.
37. Ese principio se encamina a no entorpecer ni obstruir el derecho a la tutela judicial efectiva, por lo que, ante la duda, los requisitos y presupuestos procesales siempre deberán ser interpretados en el sentido más favorable a la plena efectividad de ese derecho humano, esto es, en caso de duda entre abrir o no un juicio en defensa de un derecho humano, por aplicación de ese principio, se debe elegir la respuesta afirmativa.
38. Si bien es cierto, los Estados parte de la Convención Americana de Derechos Humanos gozan de un margen de apreciación para articular el derecho fundamental de tutela judicial efectiva,
 no menos lo es que los requisitos y formalidades establecidos en sede legislativa deben ser proporcionales al fin u objetivo perseguido, esto es, no deben lesionar la sustancia misma de ese derecho.
39. Así, en el acceso a la jurisdicción se prohíbe al legislador no sólo la arbitrariedad e irrazonabilidad, sino también el establecimiento de normas que por su rigorismo, por su formalismo excesivo o por cualquier otra razón, revelen una clara desproporción entre los fines que aquellas formalidades y requisitos establecidos en ley preservan para la correcta y funcional administración de justicia y para la efectiva protección de los derechos de las personas, frente a los intereses que sacrifican.
40. Sentado lo anterior, resulta ajustada a Derecho la conclusión del Tribunal a quo, en cuanto estimó que el artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, no resulta violatorio del artículo 17 de la Constitución Federal, en virtud de que, dicha norma de tránsito no establece requisitos arbitrarios o irrazonables que obstaculicen el derecho al acceso a la jurisdicción; sino por el contrario, la mencionada norma transitoria, al determinar que a las personas que estén siendo procesadas o hayan sido sentenciadas por los delitos contemplados en la abrogada Ley de Amparo (verbigracia, el previsto en su artículo 211, fracción I), les serán aplicables las disposiciones vigentes al momento en que se cometió el delito; es decir, regula el paso ordenado de la Ley de Amparo anterior, a la nueva Ley, sin que con ello obstaculice el efectivo acceso a la justicia de los gobernados que se encuentren en la mencionada hipótesis.
41. En otro aspecto, resultan infundados los agravios en los que se aduce que el artículo transitorio en análisis, es violatorio del artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como enseguida se explica.
42. En efecto, en opinión de los recurrentes, la disposición transitoria constituye una ley privativa en virtud de que está dirigida al grupo específico de personas que está sujeta a proceso penal por el delito que preveía el actualmente derogado artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales publicada en el Diario Oficial de la Federación de 10 de enero de 1936. Aspecto que denota oposición a los caracteres definitorios de las normas no privativas.
43. Planteamiento que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte – como ya se adelantó – que es infundado, en virtud de que el artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Amparo, publicada el dos de abril de dos mil trece, que ahora se impugna, no viola el derecho de igualdad jurídica, en la vertiente constitucional, comprendido en la parte inicial del artículo 13 de la Constitución Federal, bajo la redacción siguiente:
“Artículo 13. Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales especiales […].”

44. La interpretación realizada por este Alto Tribunal del artículo 13 de la Constitución Federal, permite sostener que en nuestro sistema constitucional el legislador se encuentra facultado para establecer procedimientos diferentes, tomando en cuenta la materia de la controversia, siempre y cuando no se apliquen a determinadas personas, por tribunales creados exprofeso con esa finalidad y que tomen en cuenta la condición particular o personal privilegiada de las personas, diferentes a las ordinarias.
45. Así, las leyes privativas se caracterizan porque son emitidas para una o varias personas, mencionadas individualmente, es decir, referidas a personas nominalmente designadas, atendiendo a criterios subjetivos y, por el hecho de que después de aplicarse al caso previsto y determinado de antemano pierden su vigencia. En este sentido, la igualdad a que se refiere la norma constitucional analizada está vinculada al aspecto específico de jurisdicción.
46. Consideraciones que se reflejan en el contenido de la tesis aislada P. CXXXV/97 y la jurisprudencia P./J. 18/98, que son del tenor siguiente:

“IGUALDAD. LAS GARANTÍAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 13 CONSTITUCIONAL LA CONSAGRAN, EN EL ASPECTO JURISDICCIONAL, PROHIBIENDO LAS LEYES PRIVATIVAS, LOS TRIBUNALES ESPECIALES Y LOS FUEROS. De la interpretación histórica del artículo 13 constitucional, y particularmente del debate que suscitó el mismo precepto de la Constitución de 1857, se desprende que la teleología de tal norma es la de consagrar la plena igualdad ante la ley, eliminando las manifestaciones más evidentes que atentan contra ella, como son las leyes privativas, los tribunales especiales y los fueros; de lo que se sigue que la igualdad que consagra el citado precepto se refiere a un aspecto específico: el de la jurisdicción. Así, el artículo 13 constitucional proscribe la aplicación de "leyes" que no sean generales, abstractas y permanentes; de tribunales distintos a los ordinarios creados por la ley con competencia genérica y jurisdicción diferente para las personas, en función de su situación social.”

“LEYES PRIVATIVAS. SU DIFERENCIA CON LAS LEYES ESPECIALES. Las leyes privativas se caracterizan porque se refieren a personas nominalmente designadas, atendiendo a criterios subjetivos y por el hecho de que después de aplicarse al caso previsto y determinado de antemano pierden su vigencia, encontrándose prohibidas por el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debido a que atentan contra el principio de igualdad jurídica; mientras que las leyes especiales, aun cuando se aplican a una o a varias categorías de personas  relacionadas con hechos, situaciones o actividades específicas, sí se encuentran investidas de las características de generalidad, abstracción y permanencia, dado que se aplican a todas las personas que se colocan dentro de las hipótesis que prevén y no están dirigidas a una persona o grupo de ellas individualmente determinado, además de que su vigencia jurídica pervive después de aplicarse a un caso concreto para regular los casos posteriores en que se actualicen los supuestos contenidos en ellas, no transgrediendo, por tanto, el citado precepto constitucional.”

47. De esta manera, al someter la norma transitoria tildada de inconstitucional, a los parámetros previamente establecidos, esta Primera Sala concluye que no es violatorio del principio de igualdad, en la vertiente jurisdiccional, ya que no constituye una ley privativa. En efecto, como se precisó, la ley privativa se caracteriza porque pugna con el sistema de generalidad en cuanto a su observancia y porque sólo tiene efectos sobre determinadas personas y cosas, individualmente determinadas; así podría afirmarse que la ley es privativa, si la materia de que se trata desaparece después de aplicarse a un caso previsto de antemano o si menciona individualmente a las personas a las que se va a aplicar, o que sin citarlas expresamente lo hace tácitamente, pero de manera clara e indiscutible de modo tal que resulta obvia la determinación de sus únicos destinatarios individuales.

48. Sin embargo, el precepto que se reclama, como acertadamente lo consideró el Tribunal a quo, se aplica sin consideración de especie o de personas a todos los casos que previene, o sea, que se aplica por igual a todas las personas que se ubiquen en la hipótesis normativa, esto es, a quienes a la entrada en vigor de la nueva Ley de Amparo, se les esté siguiendo un proceso penal por el delito previsto y sancionado en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, o, en su caso, estén compurgando una pena por tal ilícito.

49. Así, contrario a lo expuesto por la parte quejosa, es dable establecer que la norma de tránsito combatida está investida de las características de generalidad, abstracción y permanencia de las normas jurídicas, dado que si bien, se aplicará a las personas que se ubiquen en las hipótesis que prevé el mismo, no menos verdad resulta que no está dirigida a una persona o grupo de ellas individualmente determinado —nominado—, sino que comprende a todos los individuos ubicados en la clasificación establecida.
50. En esta medida, al tratarse de una norma transitoria, únicamente tiende a resolver los conflictos que surjan en ocasión de la expedición de la nueva disposición u ordenamiento jurídico respecto de los expedidos con anterioridad; esto es, regular las situaciones contempladas por el tránsito a la vigencia de la ley nueva durante ese lapso y determinar la norma jurídica (anterior o posterior) que habrá de regular las consecuencias jurídicas surgidas de hechos o actos jurídicos anteriores a la entrada en vigor de la nueva ley.
51. Por otro lado, son infundados los agravios en los que los recurrentes insisten en que el artículo Cuarto Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, por el que se expidió la Ley de Amparo vigente a partir del día siguiente, es violatorio de los derechos de exacta aplicación de la ley penal y retroactividad de la ley en beneficio del gobernado, que se derivan del artículo 14 de la Constitución Federal, como enseguida se explica.
52. De manera preliminar se precisa que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya ha establecido criterio sobre los elementos que deben tenerse en cuenta para dar respuesta al planteamiento de constitucionalidad. Por una parte, se han definido los parámetros y alcances de los principios de exacta aplicación de la ley en materia penal y de retroactividad de la ley en beneficio del gobernado. Asimismo, ha establecido cuál es la finalidad de las normas transitorias que regulan la sucesión normativa de tipos penales en los diversos ordenamientos jurídicos y su no oposición, en estricto sentido, de los referidos principios.

53. Los últimos pronunciamientos sobre estas temáticas tienen fuente directa en las sentencias dictadas al resolver los diversos amparos en revisión **********, **********, **********, **********, ********** y **********
.
54. En lo relativo al principio de exacta aplicación de la ley en materia penal, esta Primera Sala ha partido de la interpretación del artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se establece lo siguiente:

“Artículo 14. […]

[…]

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.
[…]”.

55. A partir del análisis de la porción constitucional trascrita, esta Primera Sala ha precisado que el derecho fundamental ahí previsto, establece que el gobernado debe tener pleno conocimiento de cuándo su conducta (acción u omisión) daña un bien jurídico protegido por el sistema penal y, por tanto, que puede ubicare en la hipótesis prevista en un tipo penal, con la consecuente sanción a la que se hará acreedor, por ello se considera de suma importancia que el legislador establezca con exactitud la conducta que estima dañina, ya que en caso contrario, no sólo en el gobernado, sino en las propias autoridades encargadas de aplicar la norma penal, se crearía la incertidumbre en cuanto al encuadramiento de la conducta que realiza el sujeto activo en la descripción establecida en la ley.
56. Respecto del principio de legalidad en materia penal, es conveniente precisar que éste no sólo obliga al legislador a declarar que un hecho es delictuoso, sino también a describir con claridad y precisión el hecho o la conducta que se considera delictivo; esta descripción no es otra cosa que el tipo penal, el cual debe estar claramente formulado.
57. Por esta razón, el legislador al describir los tipos penales, debe evitar el uso de conceptos indeterminados e imprecisos que generen un estado de incertidumbre jurídica en el gobernado y una actuación arbitraria del intérprete de la norma, a efecto de no atentar contra el principio de legalidad en materia penal, previsto en el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución General de la República.
58. De conformidad con la disposición constitucional de referencia, se establece como derecho fundamental específico, por una parte, que no podrá considerarse delictuoso un hecho, sino por expresa declaración de la ley – nullum crimen sine lege – y por la otra, que para todo delito la ley debe señalar con precisión la pena correspondiente, ya que dicho precepto prohíbe aplicar una sanción si no existe disposición legal alguna que expresamente la imponga por la comisión de un hecho determinado que esté considerado como delito.
59. Esto es, el artículo 14, párrafo tercero, constitucional, consigna como garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, la prohibición de imponer penal que no estén establecidas por una ley exactamente aplicable al delito de que se trate, prohibición que recoge el principio del Derecho Penal que se enuncia como nulla poena sine lege.
60. Al respecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha pronunciado en el sentido de que el alcance de la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, tutelada por el artículo 14 constitucional, no se limita a constreñir a la autoridad jurisdiccional a que se abstenga de imponer, por simple analogía o por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al hecho delictivo de que se trata, sino que obliga al legislador a emitir normas claras en las que se precise la consecuencia jurídica de la comisión de un ilícito, a fin de evitar un estado de incertidumbre jurídica al gobernado y una actuación arbitraria del juzgador.
61. De aquí deriva que el principio de legalidad en materia penal tenga como razón de ser, el permitir la defensa de los particulares que en un momento determinado se coloquen en los supuestos de un tipo penal, entendido éste como la descripción que se hace en la ley de una conducta que se considera delictuosa.
62. Se sostiene lo anterior, porque de no describirse exactamente la conducta reprochable en el tipo penal, se corre el riesgo de que se sancione a los gobernados por aquéllas que en concepto del órgano jurisdiccional se ubicaran en el tipo penal y, si bien esto no significa que el creador de la norma tenga que describir con sus más mínimos detalles las conductas que deben ser sancionadas penalmente, porque ello supondría una exasperación del principio de legalidad pues, llevado hasta sus extremos, desembocaría en un casuismo abrumador, lo cierto es, que el legislador debe velar por establecer una imagen conceptual lo suficientemente abstracta como para poder englobar en ella todos los comportamientos de características esencialmente comunes que atenten contra un bien jurídico relevante para la sociedad; pues de no existir una descripción legal exactamente aplicable a la conducta humana de que se trata, habrá una ausencia de tipo.
63. En este sentido, las figuras típicas son las que delimitan los hechos punibles, razón por la que en las descripciones del injusto que acotan y recogen, el legislador debe armonizar la seguridad jurídica y la tutela de los intereses vitales que hacen posible la justicia y la paz social, para lo cual puede integrar aquéllas con elementos externos, subjetivos y normativos inherentes a las conductas antijurídicas; que de realizarse funden los juicios de reproche sobre sus autores y la imposición de penas, previa y especialmente establecidas, por tanto, el tipo penal es un instrumento legal necesario, que es de naturaleza predominantemente descriptiva, cuya función es la individualización de conductas humanas penalmente sancionables.
64. Bajo este marco jurídico, resulta inexacto que el artículo Cuarto Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, por el que se expidió la vigente Ley de Amparo, viole el principio de exacta aplicación de la ley penal, atento a que, como se expresó en líneas anteriores, dicho principio está dirigido a la prohibición de imponer en los juicios criminales, penas que no estén establecidas por una ley exactamente aplicable al delito de que se trate, lo que en el caso concreto no ocurre.
65. En efecto, es verdad que en términos del artículo segundo transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, se abrogó la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el mismo medio de difusión oficial el diez de enero de mil novecientos treinta y seis, y que por ende, también fue derogado su artículo 211, en el que se prevé el delito de violación a la Ley de Amparo.
66. La abrogación de la Ley de Amparo del diez de enero de mi novecientos treinta y seis, obedeció, según se advierte de la Iniciativa con Proyecto de Decreto sometida a consideración de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión
, a la necesidad de armonizar y adecuar las leyes y las instituciones a las reformas constitucionales en materia de derechos humanos y amparo, y por ende, efectuar los cambios y modificaciones a la Ley que regula el juicio de amparo, a fin de modernizarlo y en consecuencia, fortalecerlo, con el propósito firme de que se mantenga como el mecanismo jurisdiccional más importante dentro de nuestro orden jurídico.
67. La citada exposición de motivos, en la parte relativa dice:

“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS --- Históricamente el juicio de amparo se ha constituido como el instrumento de control de constitucionalidad más importante dentro de nuestro sistema jurídico. En la actualidad, es el medio para cuestionar la constitucionalidad de la actuación de toda autoridad del Estado. Es al mismo tiempo, el mecanismo más eficaz que tienen los gobernados para evitar o corregir los abusos o equivocaciones del poder público que lesionan o vulneran los derechos fundamentales de las personas reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. --- En ese sentido, el juicio de amparo tiene por objeto específico hacer real y eficaz la autolimitación del ejercicio de la autoridad por parte de los órganos del Estado. --- Un presupuesto básico de la democracia es la dignidad de la persona humana, racional y libre, garantizada a través de un catálogo de derechos, valores y principios tales como la libertad, igualdad y pluralidad, que estén reconocidos en una Constitución o Norma Fundamental, los cuales deben ser garantizados y protegidos ante su desconocimiento a través de los instrumentos jurisdiccionales que la propia Constitución prevea. --- De ahí la importancia de instrumentos como el juicio de amparo, así como también de los jueces y tribunales constitucionales en un Estado constitucional de Derecho. --- No debe pasar inadvertido que las transiciones democráticas exitosas han tenido que apoyarse en los poderes judiciales federales (en la mayoría de los casos, tribunales constitucionales) para lograr una lectura de la constitución y de las leyes que sea acorde con el movimiento democratizador de las instituciones. Chile, España y Colombia son un fiel reflejo de ello. En ese sentido, las resoluciones de mayor trascendencia que se han dictado en los países mencionados han versado sobre derechos fundamentales, pues es ahí en donde se encuentra el núcleo básico de derechos que permite, si se respeta, crear ciudadanos. --- Es pertinente apuntar que nuestra Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Ley de Amparo) entró en vigor mediante Decreto publicado el 10 de enero de 1936 en el Diario Oficial de la Federación (DOF). Sin embargo, las inexorables transformaciones políticas, sociales y culturales que el país ha vivido lo largo de las últimas décadas, hace necesario armonizar y adecuar las leyes y las instituciones a fin de garantizar que esos cambios se inscriban dentro del marco del Estado democrático de Derecho. --- Un caso particular donde podemos advertir la importancia de la armonización de las instituciones y leyes se da con nuestro juicio de amparo. --- El juicio de amparo, como se ha señalado, es el instrumento jurídico de la mayor trascendencia en el Estado mexicano y es por eso que se vuelve imperativo llevar a cabo una serie de cambios y modificaciones a la Ley que lo regula a fin de modernizarlo y en consecuencia, fortalecerlo. Ello con el propósito firme de que se mantenga como el mecanismo jurisdiccional más importante dentro de nuestro orden jurídico. --- En fechas recientes fue aprobada una importante reforma a los artículos 94, 103, 104, 107 y 112 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esta reforma sin duda de suma importancia dado que ello conduce necesariamente a transformar nuestro juicio de amparo. --- El primero de los cambios más importantes contenidos en la reforma constitucional antes referida se refiere a la ampliación del objeto de protección del juicio de amparo. Hasta hoy, como es evidente, el mismo se ha limitado a las denominadas garantías individuales que, básicamente, quedaron establecidas desde la Constitución de 1857 y fueron repetidas, en lo sustancial, en la de 1917. La extensión del juicio de amparo se ha dado, ante todo, por las interpretaciones que se dan a las garantías de legalidad y de seguridad jurídica de los artículos 14 y 16 constitucionales, así como a las reinterpretaciones a ciertos preceptos de la Constitución. --- Se pretende en consecuencia, afines a la lógica internacional que ha extendido el espectro de protección en materia de derechos humanos y dada la necesidad de constituir al juicio de amparo en un medio más eficiente de control de las actuaciones de las autoridades públicas, ampliar el marco de protección de ese proceso extendiendo la materia del control. --- Es en ese sentido de que mediante el juicio de amparo se protegerán de manera directa, además de las garantías que actualmente prevé nuestra Constitución, los derechos humanos reconocidos por ésta así como por los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. --- El segundo cambio constitucional importante se refiere al “interés” o tipo de afectación que se requerirá para iniciar un juicio de amparo y obtener la protección de la justicia federal. --- En efecto, además del objeto de protección, una cuestión relevante del juicio de amparo tiene que ver con el tipo de interés exigido para solicitarlo. Hasta ahora, en nuestro país se ha seguido la idea de que para tal efecto es necesaria la existencia de un interés jurídico, identificado con el derecho subjetivo. --- Si bien en el pasado esa forma de relación entre la situación de las personas y sus posibilidades de acceso a los procesos fuera correcta, en la actualidad no resultaba adecuado seguir exigiendo el interés jurídico para acudir al juicio de amparo. Ello nos conduce a concluir que la forma de resolver el problema del interés para acudir al juicio tiene que ver con la forma en que se vislumbran las posibilidades de acceso a la justicia. --- En consecuencia, se abrió la puerta al “interés legítimo”. Se trata de una institución con un amplio desarrollo en el derecho comparado y con algunos antecedentes en el nuestro que, justamente, permite constituir como quejoso en el amparo a aquella persona que resulte afectada por un acto en virtud de, o la afectación directa a, un derecho reconocido por el orden jurídico -interés jurídico- o, cuando el acto de autoridad no afecte ese derecho pero sí la situación jurídica derivada del propio orden jurídico. Lo anterior, reviste una gran importancia dado que, como lo ha señalado el Ministro José Ramón Cossío, resulta relevante la ampliación de posibilidades de entrada al juicio con el objeto de proteger situaciones o hechos que si bien no están totalmente reconocidas por el Derecho, sí pudieran afectar derechos fundamentales. --- La tercera reforma constitucional importante en materia del juicio de amparo tiene que ver con los efectos de las sentencias del juicio de amparo. La reforma extendió la protección del amparo a las personas que incluso no hubiesen participado en el litigio en el que una norma general se hubiese declarado inconstitucional, con excepción de las normas tributarias. --- En efecto, uno de los principios fundamentales sobre los cuales se encontraba construido el juicio de amparo en México hasta antes de la reforma constitucional, es el de relatividad de las sentencias de amparo. De conformidad con este principio, la sentencia que otorga el amparo se limita a amparar al quejoso sin hacer una declaración general sobre la inconstitucionalidad de la norma reclamada. --- La importancia que ha tenido la vigencia del principio de relatividad para el desarrollo del juicio de amparo en nuestro país, en la actualidad consideramos carece de justificación y por lo mismo se hacía impostergable su modificación, ello en aras de garantizar el principio de supremacía constitucional y la regularidad del orden jurídico mexicano y algo igualmente importante, el principio de igualdad ante la ley, dado que en un país con serias desigualdades económicas y sociales resultaba una injusticia la permanencia de normas inconstitucionales y su obligatoriedad para la inmensa mayoría de los gobernados, solo porque no promovieron un juicio de amparo, a pesar de haber sido declaradas inconstitucionales por nuestro máximo tribunal constitucional. --- Estos cambios constitucionales, entre otros, así como la necesidad de armonizar ciertas figuras procesales con la propia dinámica social e inclusive con las nuevas tecnologías, conducen necesariamente a reformar la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. --- Ahora bien, es preciso referir que una reforma al juicio de amparo debe ser producto de una reflexión no sólo sobre las reformas secundarias que se requieren en esta materia a partir de la reforma constitucional antes referida, sino que exige una reflexión más profunda y razonada sobre cómo vislumbramos nuestro instrumento de protección de derechos fundamentales más importante en nuestro ordenamiento jurídico. En consecuencia, este proceso requiere la suma de las reflexiones y aportaciones de litigantes, jueces, legisladores y juristas, a fin de consolidar un nuevo texto que garantice primordialmente el acceso a la justicia y la efectividad en la tutela de los derechos fundamentales. --- En esa tesitura, la iniciativa que se presenta pretende recoger ampliamente los esfuerzos de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo (Comisión), creada a finales de 1999, a partir del impulso decidido de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, esfuerzos que se vieron consolidados a través del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos del año 2000 (Proyecto). --- Debemos recordar que esta Comisión se encargó de recibir, analizar y discutir las propuestas generadas desde el propio Poder Judicial de la Federación para reformar el juicio de amparo, así como las ideas planteadas por académicos, docentes, investigadores, miembros de asociaciones de abogados, colegios, academias y sociedad civil en general. --- Resulta claro que la diversidad de las propuestas mencionada y el ánimo incluyente que prevaleció durante la existencia de la Comisión hicieron posible que el Proyecto fuera un texto coherente, integral y consensado. Consciente del valor jurídico y social que tiene el referido Proyecto de Ley de Amparo de 2000, es que esta iniciativa pretende retomar en forma sustancial las reformas contenidas en el mismo incorporando desde luego, nuevas disposiciones que armonizan este texto con las reformas a los artículos 94, 103, 104, 107 y 112 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. --- Por último, los que suscribimos esta iniciativa queremos enfatizar que esta propuesta es asimismo resultado del interés y dedicado esfuerzo de miembros del Poder Judicial de la Federación, Ejecutivo Federal y del Poder Legislativo con quienes durante varios meses trabajamos conjuntamente, con el objetivo primario de consolidar una propuesta que incorpore, como se ha dicho, el Proyecto de Ley de Amparo de 2000 así como las propuestas que han surgido durante los diez años posteriores a dicho proyecto y las que se derivaron de la reforma constitucional en materia de amparo antes referida, a fin de construir una nueva Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que permita consolidar al juicio de amparo como un instrumento accesible al mayor número de personas, sencillo, eficaz y primordialmente garante de los derechos humanos de las personas. --- Los antecedentes expuestos como referencia intentan dejar claro que el conjunto de reformas que aquí se proponen tienen su fundamento en amplios debates realizados por juristas, legisladores, académicos y abogados destacados con el fin de lograr consolidar una reforma armónica, sistemática e integral. --- Es oportuno destacar que dada la trascendencia de las modificaciones que se proponen, se considera necesaria la expedición de una nueva Ley de Amparo. De esta forma, se prevé además que exista claridad, congruencia y armonía entre todas las disposiciones que conforman la misma. La introducción de cambios relevantes en la Ley vigente corría el riesgo de ser incompatible con la estructura actual del juicio de amparo o de hacerla en extremo de difícil entendimiento. Así, la creación de una nueva Ley de Amparo brinda la certeza de que se obtenga un nuevo ordenamiento inteligible. --- Ahora bien, con el propósito de hacer más comprensible el conjunto de reformas que se proponen en esta Iniciativa, se ha decidido integrarlas por temas. De esta forma, su entendimiento y posterior discusión serán más sencillos. --- Estructura de la Ley de Amparo --- En esta iniciativa se juzga conveniente mantener en general la estructura tradicional de la Ley de Amparo. Sólo se introducen modificaciones en los lugares en los cuales por razones de integración o de prelación lógica o cronológica de una materia ello se vuelve indispensable. --- La Comisión se pronunció en este tema en el mismo sentido: “La solución a la que finalmente se arribó fue mantener la estructura vigente. La razón radica en la forma en que históricamente se ha ido constituyendo nuestro juicio, primordialmente en la distinción entre las vías directa e indirecta”. --- Con este planteamiento como base, se distinguió dentro del capítulo de la competencia entre las reglas para establecerla y la forma de resolver los conflictos que con motivo de ella pudieran surgir; las disposiciones relativas a los incidentes fueron colocadas con posterioridad a los supuestos de improcedencia y sobreseimiento, pues los primeros habrán de darse una vez que se esté tramitando el juicio; los preceptos relativos a los recursos fueron divididos por secciones y agrupados a fin de facilitar su identificación y manejo. Estos son algunos ejemplos de los cambios que se plasman en esta iniciativa. --- Nominación dentro de la Ley. --- En lo concerniente a las cuestiones de nominación, deben realizarse algunos comentarios. En primer lugar, se debe abordar lo referente a los términos utilizados para dividir conjuntos de normas que regulan situaciones normativas determinadas. Así, se plantea que ante la desaparición de los libros de la ley, la denominación más general ahora será el título, mismo que se conformará por capítulos; éstos, a su vez, se compondrán por secciones, y estas últimas por partes. Con ello se garantiza que cada grupo normativo quede perfectamente delimitado y así se facilite su comprensión. --- La nueva Ley de Amparo se integra por cinco TÍTULOS. El TÍTULO PRIMERO “Reglas Generales”, se integra por once capítulos; el TÍTULO SEGUNDO “De los Procedimientos de Amparo” se integra por dos capítulos (Capítulo I “El amparo indirecto” y Capítulo II “El Amparo Directo”); el TÍTULO TERCERO “Cumplimiento y Ejecución” se integra por siete capítulos; el TÍTULO CUARTO “Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad” se integra por seis capítulos y el TÍTULO QUINTO “Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades, Sanciones y Delitos” se integra por tres capítulos. --- Como segundo punto, en la iniciativa que se presenta se corrigieron tanto la denominación tradicional en los casos en que fuera errónea, polivalente o ambigua como las expresiones cuando lo más pertinente era diferenciar una pluralidad de situaciones jurídicas. --- […] --- Sanciones. --- En este tema se recoge, en esencia, lo que estableció en su momento la Comisión: “Ya que las sanciones no se encuentran debidamente sistematizadas y agrupadas en la ley vigente, se plantea la posibilidad de satisfacer ambos extremos en un mismo Título. Al efecto se pretende compilar en el título respectivo todos los supuestos que pueden traer consigo la aplicación de multas o sanciones penales, los cuales se ordenan y exponen en razón del orden cronológico de los artículos que prevén las hipótesis a sancionar”. Asimismo, se pretende establecer los tipos penales para evitar remisiones al Código Penal Federal que crean confusiones en cuanto a la aplicación de las sanciones que correspondan. Por último, se adecuan el monto de las multas y se prevén nuevos supuestos penales que se considera ayudarán a mejorar la impartición de la justicia de amparo. ---- […]”.

68. Así, acorde a la exposición de motivos, a través del artículo Primero del “Decreto por el que se expide la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República”
, se expidió la Ley de Amparo (vigente a partir del día siguiente de su publicación) y en el artículo segundo transitorio de dicha ley, se abrogó la Ley de Amparo publicada el diez de enero de mil novecientos treinta y seis, y por ende, el artículo 211, fracción I (norma sustantiva que prevé el ilícito por el cual están siendo procesados los quejosos, ahora recurrentes).
69. Ahora bien, cabe acotar de que si bien la premisa inicial de aplicación del derecho fundamental a la exacta aplicación de la ley penal, como regla general, es precisamente que el contraste se realice frente a una norma de carácter penal, entendiéndose como tal aquella norma jurídica que contiene una descripción de las circunstancias que actualizan una conducta que la ley considera como delito y las consecuencias jurídicas que le son aplicables en términos de sanción penal por vulneración al ordenamiento legal; supuesto que colma la norma transitoria tildad de inconstitucional. En el caso, la oposición que se presenta de la disposición constitucional con la norma transitoria es posible realizarlo porque la regulación que ésta última prevé, al sujetar a los procesos penales iniciados con la vigencia del artículo 211 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, publicada el diez de enero de mil novecientos treinta y seis, a su trámite conforme a dicha disposición, extendiéndose a su ejecución, si podría dar lugar a un problema de obstaculización del derecho reclamado como vulnerado, si se diera el caso de que la conducta prevista en esa norma penal dejara de ser del interés del Estado para sancionarla como un hecho delictivo. En esta perspectiva es como se procede a realizar el contraste de constitucionalidad anunciado.
70. En este sentido, del artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se expidió la Ley de Amparo en vigor, publicada el dos de abril de dos mil trece, tildado de inconstitucional, se desprenden las siguientes hipótesis de regulación normativa:

i) A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 10 de enero de 1936, y que se encuentren procesadas, les serán aplicadas las disposiciones vigentes en el momento en que se haya cometido.
ii) Lo mismo se observará respecto de las personas que se encuentren sentenciadas.

71. Ahora bien, es cierto que una norma de tránsito tiene como función la de regular el paso ordenado de la ley anterior a la ley nueva, precisando cuál es el tratamiento que se debe dar a las situaciones o hechos jurídicos que habiendo surgido durante la vigencia de aquella, puedan tener alguno o algunos de sus efectos durante la vigencia de éstas, con la finalidad de dar cumplimiento a un principio de seguridad jurídica y así el gobernado tenga certeza respecto a la vigencia de normas equivalentes, cuando se presenta una sucesión de éstas en el tiempo.

72. Sin embargo, tratándose de la derogación o abrogación de leyes penales sustantivas, la regulación que al respecto realice la norma de tránsito debe observar el principio de exacta aplicación de la ley en materia penal, que consagra el artículo 14, párrafo tercero,, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que si una conducta tipificada como delictiva deja de serlo por ser derogada la norma o la ley que lo establecía, deja de tener tal carácter en observancia al principio mencionado, caso contrario sucede, cuando la conducta de referencia continúa teniendo carácter delictivo porque la norma derogada haya sido sustituida por otra que considere como delito la misma conducta, en que no será dable concluir que dicha conducta ha dejado de tener tal carácter.
73. En consecuencia, si no se presenta una sucesión de normas sustantivas penales en el tiempo, por preverse idénticas conductas típicas en la ley anterior y en la nueva ley, los hechos cometidos durante la vigencia de aquélla al dejar de tener el carácter delictivo no pueden surtir efecto alguno, ya por derogación o por abrogación de la ley que así lo preveía y, por ello, durante la vigencia de la nueva ley, ya no pueden ser objeto de persecución, investigación, procesamiento, ni de una sentencia condenatoria y su ejecución.
74. Caso distinto resulta si la norma de tránsito que tiene como finalidad la de regular el paso ordenado de la ley abrogada o derogada a la nueva ley, prevé una sucesión ordenada de normas sustantivas penales en el tiempo al contemplarse idénticas conductas típicas de la ley anterior con respecto a la nueva ley, siendo competencia exclusiva de los órganos de control constitucional la decisión en cuanto a si la disposición transitoria contraviene o no, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
75. Lo anterior es así, no sólo en observancia al principio de exacta aplicación de la ley en materia penal, sino incluso, en estos casos, opera a favor del indiciado, procesado o sentenciado, el principio de retroactividad en su beneficio, establecido en el primer párrafo del artículo 14 constitucional.
76. En efecto, este Alto Tribunal ha estimado que el precepto constitucional debe ser interpretado en el sentido de que la aplicación retroactiva de la ley sí procede en beneficio, por lo que se puede sostener, en cuanto al ámbito de validez temporal de una ley penal de carácter sustantivo: que ésta resulta aplicable solamente para aquellos actos que se hubieren efectuado durante su vigencia, esto es, no tiene efecto retroactivo, pues sólo rige en el presente y hacia el futuro, y la no retroactividad tiene como excepción el principio de aplicación de la ley posterior más benigna, entendiéndose por tal, aquella que resulte más favorable en sus efectos al delincuente.
77. Lo anterior debe entenderse así, ya que si el legislador, en ejercicio del iuspuniendi, tomando en consideración las circunstancias sociales, económicas, políticas, educativas y religiosas, en un lugar y tiempo determinado, debe definir las conductas que estime contrarias a la convivencia social y la correspondiente sanción, empero también es el caso que al variar dichas circunstancias, en la ley, como delictivas ya no lo sean más o que aun siéndolo se modifique el tipo penal y sus elementos integradores, incluso, la sanción y, en consecuencia, el legislador las derogue o bien las modifique.
78. Esto último, se reitera, ha sido considerado por el legislador en el artículo 56 del Código Penal Federal,
 que prevé excepciones al principio de retroactividad consagrado en el artículo 14 de la Constitución Federal, al estimarse que en materia penal sustantiva sí procede la aplicación retroactiva de la ley en beneficio del inculpado, procesado y sentenciado, pues, por una parte, sería ilógico que si el legislador, tiempo después, ha juzgado que no hay motivos para suponer que el orden social se ha podido alterar con el acto que se reputa criminal, el poder público insista en exigir responsabilidad por un hecho que no lo amerita y, por otra parte, al reducir la sanción, se pone de manifiesto, de manera objetiva, la intención del legislador, para considerar el delito respectivo como menos trascendente para la sociedad.
79. Lo anterior es así, pues el principio de exacta aplicación de la ley penal, es reconocido universalmente, según el artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos
, documento aprobado y proclamado por la Asamblea General de las Naciones Unidas (Resolución 217 A-III) el diez de diciembre de mil novecientos cuarenta y ocho, del cual México es país fundador; así como también está consagrado en el artículo 9,
 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en San José de Costa Rica, el veintidós de noviembre de mil novecientos noventa y nueve.
80. Así, sería ilógico que si el legislador, tiempo después, ha juzgado que no hay motivos para suponer que el orden social se ha podido alterar con el acto que se reputa criminal y suprime el tipo delictivo de que se trate, el poder público insista en exigir responsabilidad por un hecho que no lo amerita, precisamente por haber dejado de ser considerado como delictivo.

81. Establecido lo anterior, a juicio de esta Primera Sala, el artículo Cuarto Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, por el que se expidió la vigente Ley de Amparo, no viola en perjuicio de los quejosos, ahora recurrentes, el principio de exacta aplicación de la ley penal, contenido en el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Federal, ya que el delito de violación a la ley de amparo, que se actualiza cuando en la demanda de amparo se afirmen hechos falsos o se omitan los que le consten a quien tenga el carácter de sujeto activo, cuyo tipo penal se describe en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo de 1936, con independencia de los elementos que lo configuran, cuyo análisis se realizará a continuación, ha sido sustituido por la descripción normativa establecida en el numeral 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece; de ahí que no se advierta violación al principio nullum crimen sine lege, que consagra el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
82. En efecto, a fin de realizar el análisis comparativo, resulta necesaria la transcripción de los artículos 211, fracción I, de la Ley de Amparo de 1936 y 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente, que establecen:

	Ley de Amparo de 1936 (abrogada)
	Ley de Amparo vigente a partir del 3 de abril de 2013.

	Artículo 211. Se impondrá sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de diez a noventa días de salario:

I. Al quejoso en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos u omita los que le consten en relación con el amparo, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17; […]


	Artículo 261. Se impondrá una pena de dos a seis años de prisión y multa de treinta a trescientos días:

I. Al quejoso, a su abogado autorizado o a ambos, si con el propósito de obtener una ventaja procesal indebida, en la demanda afirme hechos falsos u omita los que le consten en relación con el acto reclamado, siempre que no se reclamen actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales; y […]


83. Del análisis comparativo de ambos preceptos, se advierte que contrario a lo que aducen los recurrentes, el artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo, ha sido objeto de sucesión normativa y la previsión de la conducta considerada como delictiva actualmente, está comprendida en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo, en vigor, a partir del tres de abril de dos mil trece.

84. Para sustentar la anterior afirmación, procede realizar un análisis comparativo del contenido descriptivo de los tipos penales contenidos en los artículos 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo, que es aquél en el que se fundamentó el sometimiento a proceso penal de los quejosos y recurrentes; así como del artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo que entró en vigor el tres de abril de dos mil trece, que es la norma penal especial que sucedió a la anterior.

	Delito de violación a la Ley de Amparo

	Elementos estructurales de la norma penal especial
	Artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo de 1936 (abrogada)
	Artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del 3 de abril de 2013

	Sujeto activo


	El quejoso en un juicio de amparo
	El quejoso en un juicio de amparo; su abogado autorizado o ambos.

	Conducta 
	Acción: afirmar hechos falsos.

Omisión: omitir los que le consten.

Ambas acciones en relación con el amparo.
	Acción: afirmar hechos falsos.

Omisión: omitir los que le consten.

Ambas conductas en relación con el acto reclamado.

	Circunstancia de ocasión
	Al formular su demanda
	En la demanda

	Elemento subjetivo específico 
	
	Con el propósito de obtener una ventaja procesal indebida

	Causa excluyente del delito
	Siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17.

“Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal”
	Siempre que no se reclamen actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales.


85. El supuesto normativo de la norma penal aplicada a los demandantes de amparo, a partir de la cual se sustentó la fundamentación del auto de formal prisión que justificó su sujeción al proceso penal **********, del índice del Juzgado Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, es la relativa al quejoso que en la demanda de amparo afirme hechos falsos, sin que el acto reclamado fuera de los comprendidos en el artículo 17 de la referida legislación.

86. Pues la conducta concreta consistió en que con el carácter de quejosos, al presentar las demandas de amparo que dieron origen a los juicios de amparo indirecto ********** y su acumulado ********** y **********, todos del índice del Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal del Distrito Federal, afirmaron hechos falsos, toda vez que bajo protesta de decir verdad expresaron ser parte del contrato de fideicomiso número **********, de siete de marzo de dos mil tres, y que existía litisconsorcio pasivo necesario en el juicio **********, del índice del Juzgado Sexagésimo Segundo de lo Civil del Distrito Federal y en el toca de apelación **********, del índice de la Décima Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, lo cual resultó falso, pues, en términos de lo dispuesto en el artículo 381 de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito vigente al momento de celebrarse el contrato, en relación con su cláusula segunda, en la que se advertía que ni el Comité Técnico ni alguno de sus miembros fueron parte, siendo éstas únicamente como fideicomitente y fideicomisario: **********. y como fiduciario: **********. Conducta con la que la autoridad responsable estimó que los sujetos activos tuvieron la finalidad de obtener alguna ventaja con el entorpecimiento de la administración de justicia.
87. A partir de los elementos anteriores, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reitera que respecto de la problemática jurídica analizada se actualizó el supuesto jurídico de sucesión de normas penales, de manera que el delito de violación a la ley de amparo, previsto en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis, con motivo de la abrogación del ordenamiento reglamentario que la contenía fue suplida en el ordenamiento jurídico positivo con la descripción típica descrita en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece. Por tanto, contrario a lo expresado por los recurrentes en sus agravios, no es cierto que la conducta delictiva analizada haya dejado de serlo con motivo de la entrada en vigor del Decreto que expidió la vigente Ley de Amparo.

88. Establecido lo anterior, para dar respuesta a las restantes consideraciones expresadas por los recurrentes en sus agravios, dirigidas a cuestionar la subsistencia de la previsión normativa de la conducta delictiva que se les atribuye, ante la variación de la descripción legal del delito, se procede a realizar el análisis individualizado de los componentes de las normas penales, anteriores y vigentes.

89. Al respecto se precisa que si bien de un comparativo textual de las normas penales en análisis se pueden advertir diferencias en la redacción y los componentes incorporados a las mismas; lo cierto es que estas variaciones no son esenciales ni alteran el tipo penal de manera que pueda afirmarse que la conducta descrita en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo de 1936 ha dejado de tener el carácter de delito. Veamos cuáles son los componentes de las normas y su comparación.

90. La determinación del sujeto activo. En ambas normas penales se exige que el sujeto activo tenga la calidad específica de “quejoso”.
 La diferencia entre los enunciados normativos radica en la incorporación que se refleja en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, para tener como sujeto activo autor de la conducta al abogado o autorizado del quejoso y reconocer que el ilícito también puede cometerse en coautoría cuando estos dos sujetos identificados son los que realizan la conducta típica.

91. La delimitación de la conducta típica. En los dos dispositivos legales, se precisa que la conducta tiene dos formas de realización, por acción u omisión. La primera, a través de afirmar hechos falsos; mientras que la segunda, mediante la omisión de los hechos que le consten al propio sujeto activo.

92. Conductas que debe recaer sobre un objetivo específico, es decir, que la afirmación falsa o la omisión sobre hechos que le consten al sujeto activo sean en relación con el amparo —conforme al texto del artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de 1936— o en relación con el acto reclamado —en términos de lo prescrito en el artículo 261, fracción I, de la vigente Ley de Amparo—.

93. De esta diferencia del elemento sobre el que recae la conducta de acción u omisión se genera un cuestionamiento por resolver ¿la variación que se aprecia en las normas penales da lugar a estimar que existe una modificación sustancial del tipo penal?, es decir ¿si con la sustitución del concepto “hechos relacionados con el amparo” por el de “hechos relacionados con el acto reclamado” se pueda afirmar que se trata de dos tipos penales que prevén supuestos de hechos distintos, de manera que no pueda afirmarse la sucesión normativa del delito?

94. A los anteriores cuestionamientos habrá que señalar que no es posible realizar una afirmación genérica, a tal grado de sostener que son acepciones idénticas. En estricto sentido técnico de las figuras jurídicas que tienen lugar en el juicio de amparo no significa lo mismo el “amparo” que el “acto reclamado”. Ello, porque en el concepto de amparo a que se refiere la norma penal, por su amplitud, están inmersos todos los elementos, circunstancias, antecedentes, hechos, figuras jurídicas, etapas procesales, etcétera, que tienen relación con el juicio de amparo en general. En cambio, bajo el concepto de acto reclamado se pueden comprender circunstancias de hechos de mayor concreción o especificación.

95. De tal manera que al referirse la norma penal a hechos relacionados con el acto reclamado —artículo 261, fracción I, de la vigente Ley de Amparo—, el legislador decidió comprender en el supuesto de la conducta típica un reproche penal con mayor especificación, que tiene vinculación directa con la evitación de afectación al bien jurídico tutelado. Se explica lo anterior.

96. La referencia a hechos relacionados con el acto reclamado está claramente dirigida a evidenciar que se trata de circunstancias relevantes del mismo, cuyo conocimiento es necesario por parte del órgano de control constitucional para determinar el resultado del juicio.

97. Entre estos datos pueden incluirse los antecedentes del acto reclamado, el acto concreto que se reclama, la fecha en que se tuvo conocimiento del mismo, la autoridad que lo emitió o que lo está ejecutando, etcétera. La importancia de informar estos hechos al órgano judicial que conoce del amparo tiene una clara relación con la trascendencia del juicio de amparo, como medio de control constitucional, y que comprende al mismo tiempo la protección del bien jurídico tutelado por la norma penal especial que es la correcta y eficaz la impartición de justicia, que pudiera alterarse con la afirmación de hechos falsos o la omisión de los que le consten al sujeto activo de manera que conduzcan al error al órgano de control constitucional, como causa generadora al mismo tiempo de un fraude procesal.

98. Ahora bien, en cuanto a la naturaleza jurídica de los hechos a que se refiere la norma penal especial configurativa del delito de violación a la ley de amparo, conforme a la descripción establecida en el artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis,  esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el juicio de amparo directo en revisión **********, destacó que la trascendencia del aspecto procesal del hecho radica en que al referirse el tipo penal a la circunstancia de ocasión de presentación de una demanda, el hecho debía considerarse como un “antecedente” del propio juicio; es decir, de algo que sucedió y que tiene que ver con lo que ahora se pide en el mismo.

99. Además, que dada la propia naturaleza jurídica del elemento “hecho” que tiene lugar en un juicio de garantías, no debe considerarse referido a aspectos frívolos o generales de lo acontecido, sino necesariamente datos pertinentes en su vinculación con ese juicio; es decir, aquello que pueda incidir de manera importante en la decisión que en el propio juicio el órgano jurisdiccional que corresponda habrá de tomar
.

100. Adicional a lo anterior, habrá que destacar que esta Primera Sala, al resolver el juicio de amparo directo **********
, ya precisó que el legislador al crear la figura delictiva de violación a la ley de amparo, inserta de origen en el artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis, tuvo como finalidad dos objetivos específicos: evitar el fraude procesal y la obstrucción en la eficacia de la impartición de justicia, a través del juicio de amparo.

101. Lo cual se advertía de la exposición de motivos que dio origen a la fracción I del artículo 211 de la Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis, que se adicionó al ordenamiento reglamentario mediante el Decreto publicado, el diecinueve de febrero de mil novecientos cincuenta y uno, en el Diario Oficial de la Federación. Documento del que se desprende lo siguiente:
“Por esto, la presente iniciativa de reformas propone un Tercer Capítulo denominado ‘De la Responsabilidad de las Partes’, y determina que se impondrán sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de quinientos a dos mil pesos, al quejoso que en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos u omita los que le consta en relación con el amparo, siempre que no se reclame algunos de los actos a que se refiere el artículo 17 procediendo la imposición de las mismas sanciones, si dicho quejoso o tercer perjudicado presenta testigos o documentos falsos, o bien cuando para darle competencia a un Juez de Distrito, designe aquél como autoridad ejecutora a una que no lo es, sino se reclama tampoco alguno de los actos enumerados en el aludido artículo 17. --- La acción de amparo debe ejercitarse lícitamente; el derecho de amparo y su uso son innegables, pero no su abuso. --- Y cuando éste pueda dar lugar a que la institución más genuinamente mexicana de nuestro derecho público se desfigure y aleje de sus nobles y esenciales fines, debe robustecerla con las mayores garantías, para conservar limpia su prestancia, no en bien de unos cuantos, sino de toda la colectividad, a quien protege en sus derechos fundamentales, y del hombre a quien ampare en su libertad, su vida y su honor.”
102.  A partir del texto de la exposición de motivos transcrita esta Primera Sala precisó que la norma penal tiene dos objetivos claramente diferenciados. Por un lado, busca disuadir a los ciudadanos de promover juicios de amparo en los cuales, a partir de la afirmación de hechos falsos o la omisión de aquellos que le consten al sujeto activo, que pudieran resultarles perjudiciales, obtengan una sentencia favorable que se traduzca en un beneficio directo; y, por otro, evitar que la promoción excesiva de juicios de amparo se traduzca en un perjuicio para la impartición eficaz de justicia en beneficio de la colectividad.
103. Así, resultaba claro que lo que se intentaba evitar con la norma penal especial es la generación de un fraude procesal. Figura que es entendida como el acto ilícito mediante el cual, el sujeto activo, realiza actos procesales de forma engañosa para perjudicar a otra persona o para obtener un beneficio indebido o lograr algún objetivo que no sería posible satisfacer sino mediante un proceso irregular
. Además, de que también es comprendida como figura delictiva, cuando consiste en el “hecho de interponer ante los tribunales de justicia un juicio simulado, apoyado en pruebas engañosas, artificiosas o falsas, para mediante dicha maquinación sumergir en error a los jueces y obtener un injusto provecho”
. Y sobre la cual también se ha pronunciado esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como se advierte de los siguientes criterios:

“FRAUDE PROCESAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 142 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA ABROGADO, PUEDE AFECTAR BIENES JURÍDICOS DIVERSOS AL DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. El referido delito de fraude procesal contiene como elementos típicos que: 1. Alguien simule actos jurídicos o altere elementos de prueba, 2. Se obtenga una resolución jurisdiccional; y 3. De ésta derive el perjuicio de alguien o un beneficio indebido. Ahora bien, este delito fundamentalmente protege como bien jurídico la correcta administración de justicia, pues busca evitar que en un juicio las partes realicen acciones que induzcan al error judicial, como la simulación de actos jurídicos y la alteración de elementos de prueba, para generar el dictado de una resolución jurisdiccional de la que derive un perjuicio para alguien o un beneficio indebido. Sin embargo, la tutela se extiende a la protección de la pluralidad de bienes jurídicos que pueden ponerse en peligro con la consumación de la conducta típica, en virtud de la declaratoria formal que deriva del dictado de una resolución judicial, pues el tipo penal de referencia, al ser pluriofensivo o plurilesivo, puede afectar bienes jurídicos diversos al de la administración de justicia
.”
“FRAUDE PROCESAL. EL ARTÍCULO 310 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, EN SU HIPÓTESIS CONSISTENTE EN REALIZAR CUALQUIER OTRO ACTO TENDIENTE A INDUCIR A ERROR A LA AUTORIDAD JUDICIAL O ADMINISTRATIVA, CON EL FIN DE OBTENER SENTENCIA, RESOLUCIÓN O ACTO ADMINISTRATIVO CONTRARIO A LA LEY, NO INFRINGE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD ESTRICTA O TAXATIVIDAD QUE RIGE PARA LA TIPICIDAD EN MATERIA PENAL. La hipótesis referida del delito de fraude procesal previsto en el artículo 310 citado, es clara y precisa, ya que contiene todos los elementos necesarios para acreditarla, con lo que se dota de certeza jurídica a los gobernados en la medida en que pueden conocer de manera específica la conducta que pretendió prohibir el legislador con el tipo penal o, entendido a contrario sensu, que de realizarse la conducta prohibida en dicha hipótesis, se considerará como delictiva esa acción con su consecuente sanción, por lo que resulta irrelevante la inexistencia de un catálogo exhaustivo de conductas que lo actualizan, pues sería imposible agotar todas las variantes del actuar humano. Ahora bien, el hecho de que las porciones normativas "cualquier otro acto" y "tendiente a inducir a error", puedan interpretarse, no implica que tal posibilidad sea contraria al principio de legalidad estricta o taxatividad que rige para la tipicidad en materia penal, contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el tipo penal previsto en el artículo 310 del Código Penal para el Distrito Federal, establece las herramientas necesarias para que el intérprete conozca claramente que lo que se pretende sancionar es la conducta que ocasione a la autoridad judicial o administrativa algún juicio falso o representación mental equivocada, con el fin de obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley, pues "cualquier otro acto" se refiere a uno que, siendo distinto de "alterar" y "simular", tienda a inducir al error a la autoridad judicial o administrativa con la finalidad señalada
.”
“FRAUDE PROCESAL. PARA QUE SE CONFIGURE ESE DELITO ES INNECESARIO QUE EXISTA UNA SENTENCIA QUE RESUELVA EL FONDO DEL JUICIO RESPECTO DEL QUE HA HABIDO SIMULACIÓN O ALTERACIÓN DE LOS ELEMENTOS DE PRUEBA (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE GUANAJUATO Y VERACRUZ). Conforme a los artículos 266 del Código Penal del Estado de Guanajuato y 272 del Código Penal del Estado de Veracruz (vigente hasta el 31 de diciembre de 2003), se configura el delito de fraude procesal cuando el sujeto activo altera o simula cualquier elemento de prueba con la finalidad de provocar una resolución judicial de la que derive un beneficio o perjuicio indebido. Ahora bien, si por resolución judicial se entiende cualquier determinación emitida por un juzgador, ya sea en el desarrollo de un proceso sometido a su conocimiento, o bien al decidir sobre el fondo del conflicto, es indudable que para tener por acreditado el delito referido es innecesario que exista una sentencia que resuelva el fondo del asunto, pues basta con que el sujeto activo obtenga un beneficio indebido mediante cualquier acuerdo dentro del proceso
.”
104.  Conforme a lo anterior, esta Primera Sala sostuvo que si la racionalidad de la norma jurídica penal especial, prevista en el artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis, está encaminada a disuadir a los ciudadanos de promover juicios de amparo en los cuales a partir de la omisión de hechos que pudieran resultarles perjudiciales obtengan o repitan una sentencia favorable la cual se traduzca en un beneficio indebido, así como de evitar la promoción excesiva de juicios de amparo sobre el mismo asunto, que entorpezcan la impartición eficaz de justicia.
105. Así, resulta que la variación textual en el contenido del artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de 1936, en el que se menciona que la afirmación de hechos falsos o la omisión de los que le consten al sujeto activo “se relacionen con el amparo”; en comparación con el texto del artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, en la que se menciona que los referidos hechos “se relacionen con el acto reclamado”; en realidad no tiene ninguna trascendencia sustancial y subsiste la misma finalidad de protección de la prescripción normativa, siempre que los hechos que se afirmen falsamente o se omitan en una demanda de amparo tengan relación con datos pertinentes en su vinculación con el juicio de amparo, de tal manera que pueda incidir en la decisión del mismo. Pues tal proceder es contario a los fines de protección de la norma jurídico penal que, como se ha precisado, están dirigidos a evitar la generación de un fraude procesal a través de la tramitación de un juicio de amparo, a partir del cual el sujeto activo obtenga un beneficio indebido, así como de evitar la promoción excesiva de juicios de amparo sobre el mismo asunto, que entorpezcan la impartición eficaz de justicia.
106. Por otra parte, la diferencia que destacan los recurrentes, respecto a que el actual artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, introduce como parte del tipo penal del delito de violación a la ley de amparo el elemento subjetivo específico relativo al “propósito de obtener una ventaja procesal indebida”; como lo precisó el órgano de control constitucional recurrido, tampoco tiene el alcance jurídico para considerar que se configuró un tipo penal diverso al previsto en el artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis.
107. Esto, porque se trata de un elemento subjetivo específico que esta Primera Sala al interpretar el referido artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis
, ya reconoció que formaba parte del mismo, con independencia de que no se expresara textualmente en la norma. Lo cual es así, por tratarse de un elemento que forma parte implícita del enunciado normativo penal.
108. Afirmación que tiene sustento también en la racionalidad de la creación de la norma penal por parte del legislador, porque las conductas descritas en el tipo penal y que se quieren evitar, relativas a la producción de un fraude procesal en el juicio de amparo o la afectación a la impartición eficaz de la justicia, indefectiblemente son perpetradas por el sujeto activo con la finalidad de obtener una ventaja procesal indebida. Intencionalidad o propósito que se refleja cuando en la demanda de amparo el sujeto activo afirma hechos falsos u omite aquellos que le constan, que pudieran resultarles perjudiciales, con la clara intención de obtener una sentencia favorable que se traduzca en un beneficio directo; pero también es palpable cuando se incurre en la conducta de promoción excesiva de juicios de amparo respecto del mismo acto reclamado, con el objetivo de obtener un fallo a su favor en virtud de que previamente ya se le había negado el amparo; así como, cuando la intensión es impedir la ejecución del acto reclamado o retrasar la tramitación del juicio del que deriva el acto que se reclama en el juicio de amparo.
109. Es a partir del análisis precedente como se afirma que la conducta constitutiva del delito descrito en el artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis, ha sido objeto de una sucesión normativa y actualmente subsiste como norma de reproche penal en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece.
110. Por consiguiente, en estricta observancia al principio nullum crimen sine lege, que deriva de lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 14 de la Constitución Federal, la consecuencia lógica necesaria de la abrogación o derogación de una ley que contiene normas sustantivas en materia penal, es la de que los tipos penales relativos que consideraban ciertas conductas como delictuosas, dejan de tener tal carácter; pero del análisis descrito, se acredita que la conducta prevista en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo de 1936 (abrogada), ha tenido continuidad en cuanto al carácter delictivo, pues actualmente está comprendida en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo en vigor a partir del tres de abril 
de dos mil trece.
111. Por lo expuesto, es de sostener que la ultractividad de la ley, significa que después de abrogada ésta, sigue rigiendo para sancionar las conductas delictivas cometidas durante su vigencia, porque de otro modo, dichas conductas posiblemente constitutivas de delito quedarían impunes al no poder aplicarse la norma derogada por haber cesado su eficacia legislativa y tampoco poder aplicar la nueva figura delictiva prevista en la norma que sustituye a la anterior, por virtud del principio constitucional que prohíbe la aplicación retroactiva de la ley.
112. Por lo tanto, se justifica la ultractividad de ley penal para regir la persecución, sanción y ejecución de los delitos cometidos antes de su derogación, en cumplimiento a la función respectiva de las conductas antisociales.
113. En este sentido, si en el caso que se analiza, la hipótesis delictiva descrita en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo de 1936, ha sido sustituida por la descripción normativa establecida en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece. Y es en esta sucesión normativa en que tiene aplicación los efectos que derivan del artículo Cuarto Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, por el que se expidió la vigente Ley de Amparo, precisamente para regular el paso ordenado del ordenamiento jurídico anterior al que queda en vigor, con la trascendencia de que tratándose de la previsión de delitos penales especiales replica la observancia de los derechos humanos de exacta aplicación de la ley penal, que se respalda con los principios de seguridad jurídica y legalidad, en términos de lo establecido por el artículo 14, párrafos segundo y tercero, de la Constitución Federal.
114. Ésta es la razón jurídica que sustenta la validez constitucional de la inserción del referido artículo Cuarto Transitorio. Pues su existencia tiene justificación constitucional al determinar que a las personas que estén siendo procesadas o hayan sido sentenciadas por los delitos contemplados en la abrogada Ley de Amparo, les serán aplicables las disposiciones vigentes al momento en que se cometió el delito. Lo que se traduce directamente en la observancia de la aplicación de la ley penal vigente al momento de actualizarse la violación a la norma penal que es exactamente aplicable al caso concreto. 
115. En otro aspecto, contrario a lo que sostienen los quejosos, ahora recurrentes, la norma transitoria sujeta a análisis, tampoco viola el principio de retroactividad de la ley en beneficio del gobernado, que se desprende del artículo 14, párrafo primero, de la Constitución Federal, en el que se establece lo siguiente:

“Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.”
116. A partir del análisis de la norma constitucional transcrita, esta Primera Sala ha precisado si bien prohíbe expresamente la aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de cualquier persona; de este enunciado interpretado a contrario sensu se desprende el derecho de todo individuo a que se le aplique retroactivamente una ley, siempre que ello sea en su beneficio.
117. En este sentido, si un individuo cometió un delito estando vigente una ley sustantiva con base en la cual se ejercitó en su contra la acción penal, y con posterioridad se promulga una nueva ley que prevé una pena menor para el mismo delito; o según la cual, el acto considerado por la ley antigua como delito deja de tener tal carácter; o bien se modifican las circunstancias para su persecución, el individuo tiene el derecho constitucionalmente protegido a que se le aplique retroactivamente la nueva ley. Incluso aun cuando no haya sido sentenciado, pues una ley puede ser más benigna que otra, no sólo porque imponga al mismo hecho delictuoso, sin distinción de los elementos que lo constituyen, una pena menor, sino porque pueden variar las condiciones de su proceso, por calificaciones y criterios sobre la gravedad del hecho, las condiciones para el ejercicio de la acción penal, si se reduce el término para la prescripción, etcétera.

118. Principio que también está contemplado en la parte final del artículo 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en cuanto dispone  lo siguiente:

“Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad.--- Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.”
119. Además, en el marco del derecho interno, la aplicación del principio de aplicación retroactiva de la ley —penal— en beneficio del gobernado, también se retoma en leyes secundarias. Éste es el caso del Código Penal Federal, que es el ordenamiento jurídico observable en atención a la naturaleza del delito federal por el que se instruye proceso penal al quejoso y recurrente. Así, se desprende de los artículos 56 y 117 de dicho ordenamiento penal sustantivo lo siguiente:

“Artículo 56. Cuando entre la comisión de un delito y la extinción de la pena o medida de seguridad entrare en vigor una nueva ley, se estará a lo dispuesto en la más favorable al inculpado o sentenciado. La autoridad que esté conociendo del asunto o ejecutando la sanción, aplicará de oficio la ley más favorable. Cuando el reo hubiese sido sentenciado al término mínimo o al término máximo de la pena prevista y la reforma disminuya dicho término, se estará a la ley más favorable. Cuando el sujeto hubiese sido sentenciado a una pena entre el término mínimo y el término máximo, se estará a la reducción que resulte en el término medio aritmético conforme a la nueva norma.”
“Artículo 117. La ley que suprime el tipo penal o lo modifique, extingue, en su caso, la acción penal o la sanción correspondiente, conforme a lo dispuesto en el artículo 56.”
120. Respecto a las disposiciones jurídica inmediatamente transcritas, esta Primera Sala ha interpretado que el ámbito temporal del principio de retroactividad benigna en materia penal federal es el lapso comprendido “entre la comisión de un delito y la extinción de la pena o medida de seguridad”; por lo que no hay inconveniente alguno en aplicar una ley posterior si es más benigna, aun cuando el hecho que motiva el proceso no haya sido juzgado; ni tampoco puede haber inconveniente en que, si el legislador ha dejado de considerar típica alguna conducta sancionada por una ley anterior o bien, ha renunciado al ius puniendi estatal, se exima de toda pena a su autor, cuando ya hubiere sido condenado y esté purgando una condena.

121. Derivado del marco jurídico expuesto, queda claro que el derecho constitucionalmente protegido que prohíbe de la aplicación retroactiva de la ley penal, tiene como condicionante que con ello se afecte al gobernado. De ahí que el enunciado constitucional queda definido con la inadmisibilidad de la irretroactividad de la ley en perjuicio. La cual deriva del principio de legalidad tutelado por el artículo 14, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

122. Alcance de interpretación que implica la censura legal de aplicación de toda norma jurídica con efectos retroactivos, que genere como resultado la agravación de la situación jurídica del individuo receptor de la aplicación normativa. Por ejemplo, en el ámbito normativo penal queda evidente con la pretensión de normas de emisión posterior al hecho que se juzga que tenga como efecto agravar las sanciones que son consecuencia jurídica del delito por el que se declara penalmente responsable a una persona. Así el postulado de prohibición de la aplicación retroactiva de la ley en perjuicio se configura como un límite constitucional para el Estado y, al mismo tiempo, una garantía a favor del gobernado, que deriva del principio de legalidad.
123. Frente a esta prohibición, se admite como excepción la retroactividad de una ley siempre que sea en beneficio del quejoso. Directriz que a pesar de no estar expresada en la norma constitucional su existencia deriva de la interpretación inversa de la misma. Y la sucesión de leyes penales es un claro ejemplo en el que la mencionada excepción cobra aplicación a fin de permitir que al individuo le sean aplicables condiciones que benefician su situación jurídica o disminuyen la agravación de las consecuencias jurídicas del delito. Como podría ser la posibilidad de acceder a beneficios, la disminución de la pena o la extinción de las sanciones, entre otras circunstancias favorables. Consecuencias que de acuerdo al marco normativo previamente definido es aplicable para los gobernados que se encuentran sujetos al trámite de un proceso penal o en el procedimiento de ejecución de penas.
124. Congruente con las consideraciones previas, esta Primera Sala considera que, contrario a lo que sostienen los quejosos, ahora recurrentes, resulta acertada la determinación del Tribunal a quo, en el sentido de que el artículo Cuarto Transitorio del Decreto publicado el dos de abril de dos mil trece, mediante el que se expidió la vigente Ley de Amparo, no viola el principio de retroactividad de la ley en beneficio de los gobernados.
125. Conviene reiterar que la norma de tránsito tildada de inconstitucional, establece la ultractividad de la Ley de Amparo abrogada, en la medida que prevé que a las personas que estén siendo procesadas o hayan sido sentenciadas por los delitos contemplados en ese ordenamiento legal (verbigracia, el previsto en el numeral 211, fracción I), a la entrada en vigor de la nueva Ley, les serán aplicables las disposiciones vigentes al momento en que se cometió el delito.
126. Evidentemente, como ya se precisó, se trata de una norma jurídica transitoria cuya finalidad implica que la norma, a pesar de haber sido derogada o abrogada, se siga aplicando a hechos o actos posteriores a la iniciación de la vigencia de la nueva ley, pero respecto de los cuales el legislador estima que deben ser regidos por la anterior, lo que implica que para ellos sigue teniendo vigencia.
127. En este sentido, es evidente que de la norma de tránsito impugnada, no se desprende directamente una prohibición para que, a partir del reconocimiento de sucesión de normas penales especiales, la autoridad judicial deje de observar el principio de aplicación retroactiva de la ley en beneficio del gobernado.
128. Esta Primera Sala ha sostenido en supuestos similares de sucesión normativa de leyes penales, que en caso de que se actualizara una condición de favorecimiento para el gobernado en la nueva norma penal, que podrían reflejarse en la previsión de la conducta considerada como delictiva y las sanciones que son aplicables como consecuencia jurídica; la violación derivada de la inaplicación de la norma de mayor beneficio de ninguna manera constituye un aspecto por el que deba declararse la inconstitucionalidad de la norma transitoria que regula la sucesión normativa, sino que se está en presencia de un problema de aplicación de las normas que incursiona en el campo de la legalidad.
129. Esto es así, porque la posibilidad de que dicha situación de beneficio no sea advertida o respetada por la autoridad jurisdiccional, no genera por sí o de facto, en inconstitucional la norma de tránsito que regula la sucesión jurídica de las normas penales, sino que evidencia un diverso problema de indebida aplicación de la ley. Lo que no es una problemática jurídica que deba definirse en la impugnación de inconstitucionalidad de la norma general, sino que entraña una solución de estricta legalidad, por aplicación de la ley penal
.
125. Una vez establecido que el artículo Cuarto Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, por el que se expidió la Ley de Amparo vigente a partir del día siguiente, no es inconstitucional, porque no viola los artículos 13, 14 y 17 de la Constitución Federal; entonces, corresponde analizar el último de los tópicos de la propuesta esquemática planteada en la presente ejecutoria y que tiene relación con la revisión directa del caso concreto, desde el ámbito de legalidad.
b) REVISIÓN DIRECTA DEL CASO CONCRETO DESDE EL ÁMBITO DE LEGALIDAD.

126.  Los agravios que plantean los recurrentes son infundados, pues contrario a lo que aducen, es legal que el Sexto Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, en el juicio de amparo indirecto **********, del que deriva el presente recurso de revisión, haya resuelto negar el amparo y protección de la Justicia Federal, contra la resolución dictada el quince de enero de dos mil catorce, en el toca penal **********, por el Tercer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito; misma que confirmó la determinación emitida por el Juez Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, el cinco de diciembre de dos mil trece, en la causa penal **********, por la que se declaró infundado el planteamiento incidental de extinción de la acción penal y sobreseimiento del juicio, solicitado por **********, ********** e **********, bajo el supuesto de actualización de aplicación retroactiva de la ley en beneficio del gobernado, por supresión del tipo penal en que se fundó el dictado del auto de formal prisión por el que se instruía el proceso penal.
127. Lo anterior es así, porque contrario a lo que afirman los aquí recurrentes, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte que no se actualizan los supuestos que determinan la extinción de la acción penal y aplicación retroactiva de la ley penal en beneficio, a que se refieren los artículos 56 y 117 del Código Penal Federal. Las razones jurídicas son las siguientes:
128. El Juez Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, en la causa penal **********, instruye proceso penal a **********, ********** e **********, por el delito de violación a la ley de amparo, previsto en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis. La hipótesis de la conducta típica atribuida, consiste en que con el carácter de quejosos, al formular una demanda, afirmaron hechos falsos en relación con el amparo, sin que el acto reclamado fuera de los comprendidos en el artículo 17 de la referida legislación. Aplicación normativa que se realizó en relación con hechos suscitados el quince de abril, siete de junio y veintiocho de diciembre, de dos mil cinco, al presentar las demandas de amparo indirecto, registradas en el Juzgado Primero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, con los números ********** y su acumulado ********** y **********.

129. El ordenamiento jurídico reglamentario que contenía la norma penal especial en que se fundó el sometimiento a proceso de **********, ********** e **********, mediante auto de formal prisión, fue abrogado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece. Sin embargo, ello no significó la supresión o modificación del tipo penal en el sistema jurídico positivo, de manera que pueda afirmarse que la conducta descrita en la norma penal que perdió vigencia haya dejado de tener el carácter de delictiva.
130. Esto es así, al actualizarse la sucesión normativa del tipo penal. En el mencionado decreto también se expidió la actual Ley de Amparo, que está vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, y el supuesto normativo penal por el que se sometió a proceso penal a **********, ********** e **********, quedó comprendido en el artículo 261, fracción I, de la Ley de Amparo en vigor a partir del tres de abril de dos mil trece.
131. Por lo que la conducta delictiva imputada a los quejosos y actuales recurrentes, subsiste en el sistema jurídico positivo, pues al no haber sido objeto de desaparición o modificación de los elementos esenciales que configuran el tipo penal, no se está frente al supuesto de supresión de la norma penal que conlleve la extinción de la acción respecto de los hechos cometidos durante la vigencia del artículo 211, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis.
132. El artículo 261, párrafo primero, de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, prevé parámetros de punibilidad que son superiores a los establecidos en el anterior artículo 211, párrafo primero, de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis. Por tanto, es legal la afirmación de la autoridad responsable respecto a que la nueva prescripción normativa no representa un beneficio en cuanto al margen de sanción aplicable al supuesto delictivo comprendido en la fracción I de ambos numerales.
133. Lo anterior es así, porque mientras en el citado artículo 211 de la abrogada Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis, se preveía que la sanción aplicable era de seis meses a tres años de prisión y multa de diez a noventa días de salario; estas penas son inferiores a las que actualmente establece el referido numeral 261 de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, que son de dos a seis años de prisión y multa de treinta a trescientos días.
134. Por tanto, de la comparación de la norma penal vigente al momento de los hechos, con la que se expidió con posterioridad, para suceder a la anterior, se advierte que no es aplicable la excepción de retroactividad de la ley penal en beneficio, porque las sanciones que se prevén en esta última son notablemente superiores a la primera.
135. De esta manera, contrario a lo afirmado por la parte recurrente, la determinación de constitucionalidad de la norma transitoria reclamada en el juicio de amparo de ninguna manera colisiona con el criterio de interpretación pro persona, cuya observancia dispone el párrafo segundo del artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, la abrogación de la Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis, que contenía el artículo 211, fracción I, que se aplicó a los quejosos para fundamentar el auto de formal prisión por el delito de violación a la Ley de Amparo, por el cual se les instruye proceso penal; frente a la entrada en vigor de la nueva Ley de Amparo, a partir del tres de abril de dos mil trece, en la que se refleja la traslación normativa del tipo penal, puesto que la misma conducta considerada como delictiva se prevé en el artículo 261, fracción I, de dicho ordenamiento reglamentario; así como la subsistencia de la aplicación ultractiva de la norma que estaba vigente al momento de los hechos imputados —quince de abril, siete de junio y veintiocho de diciembre, de dos mil cinco— en términos del artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se expidió la actual Ley de Amparo; de ninguna manera actualizó la subsistencia de dos normas que, para determinar cuál de ellas resultaba aplicable en atención a su alcance de mayor favorecimiento para el gobernado, requiriera de la invocación de la interpretación pro persona.
136. El análisis jurídico precedente denota que el legislador no suprimió el supuesto normativo de hecho que tiene consecuencias jurídico penales, sino que realizó la traslación normativa del tipo penal a la ley reglamentaria sucesiva de la anterior y mediante la norma de tránsito reglamentó la aplicación ultractiva de la norma penal contenida en la Ley de Amparo de mil novecientos treinta y seis que fue abrogada, limitándola a los procedimientos penales y de ejecución de penas derivados de hechos cometidos durante la vigencia de la misma. Lo cual no viola el principio de retroactividad de la ley en beneficio del gobernado, que se extrae de la interpretación a contrario sensu del artículo 14, párrafo primero, de la Constitución Federal.
137. En términos similares se pronunció esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión **********, en sesión de diez de septiembre de dos mil catorce, por unanimidad de cinco votos, siendo ponente el Ministro José Ramón Cossío Díaz.

VI. DECISIÓN

138. En esta tesitura, ante lo jurídicamente ineficaz de los agravios, lo procedente es confirmar la sentencia recurrida, mediante la que se negó la protección constitucional a los quejosos y recurrentes **********, ********** y **********, contra el artículo Cuarto Transitorio del Decreto publicado el dos de abril de dos mil trece, por el que se expidió la Ley de Amparo que entró en vigor al día siguiente; así como en contra de la resolución la resolución de quince de enero de dos mil catorce, dictada por el Tercer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, en el Toca Penal **********, que en apelación confirmó la determinación emitida el cinco de diciembre de dos mil trece, por el Juez Décimo Tercero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, en la causa penal **********, que declaró infundado el incidente no especificado de extinción de la acción penal y sobreseimiento del juicio, solicitado por los quejosos (procesados), bajo el supuesto de actualización de aplicación retroactiva de la ley en beneficio del gobernado, por supresión del tipo penal en que se fundó el dictado del auto de formal prisión por el que se instruye el proceso penal en su contra. Lo anterior, en virtud de que dichos actos no son inconstitucionales, en la medida que la norma de tránsito impugnada, no viola los artículos 13, 14 y 17 de la Constitución Federal, y la resolución reclamada, no vulnera el principio de retroactividad de la ley en beneficio del gobernado que deriva del artículo 14, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
139. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
RESUELVE:

PRIMERO. Se confirma la sentencia recurrida.

SEGUNDO. La justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, ********** y **********, en contra de las autoridades y actos precisados en el apartado segundo de la presente ejecutoria.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos al Tribunal Colegiado de origen y en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
MEGV/emch
� Causa Penal **********, Tomo I, fojas 204-230.


� Ídem.


� Ibídem, fojas 93 a la 119.


� Toca penal **********, fojas 54 a 81.


� Expediente de amparo indirecto **********, fojas 5 a 64.


� Ibíd, fojas 1 y 2.


� Ibíd, fojas 176 a 211.


� Ibíd, fojas 229 a 294.


� Ibíd, foja 228.


� Toca R.P. **********. Fojas 70 a 72.


� Ibíd, fojas 143 a 219.


� Toca R.P. **********. Foja 146.


� En el mismo sentido se ha pronunciado la Corte Interamericana de Derechos Humanos al resolver el Caso Cantos vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia de veintiocho de noviembre de dos mil dos, Serie C. No. 97, párrafos 50 y 52, en la que sostuvo que la tutela judicial efectiva se encuentra consagrada como derecho humano en los numerales que se citan de la mencionada Convención.


� Este Tribunal ha determinado que la tutela judicial efectiva se encuentra consagrada como derecho humano en el artículo 17 constitucional en las jurisprudencias siguientes: “JUSTICIA, ACCESO A LA. LA POTESTAD QUE SE OTORGA AL LEGISLADOR EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS Y TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES ILIMITADA, POR LO QUE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS LEGALES QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE UN TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL.” (Novena Época. Registro: 188804. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV. Septiembre de 2001. Materia(s): Constitucional. Tesis: P./J. 113/2001. Página: 5). “GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(1)" �17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS�. SUS ALCANCES.” (Novena Época. Registro: 172759. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV. Abril de 2007. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 42/2007. Página: 124).


� Ese margen de apreciación de los Estados ha sido reconocido por esta Sala en las tesis siguientes: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS NO HACE PROCEDENTE AQUEL RECURSO.” (Décima Época. Registro: 2002906. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVII. Febrero de 2013. Tomo 1. Materia(s): Común. Tesis: 1a. XLVIII/2013. Página: 843). “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 83, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE AMPARO, NO VULNERA EL DERECHO A UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.” (Décima Época. Registro: 2002907. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVII. Febrero de 2013. Tomo 1. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a. XLVII/2013. Página: 843). 


� Publicada en la página 204, del tomo VI, correspondiente a septiembre de 1997, Materia Constitucional, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación.


Amparo directo en revisión **********. ********** y **********. 4 de agosto de 1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ariel Alberto Rojas Caballero.


� Visible en la página 7, del tomo VII, correspondiente a marzo de 1998, Materia Constitucional, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación. 


� Aprobados por unanimidad de votos de los Señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Guillermo I. Ortiz Mayagoita, José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, en sesión de 22 de agosto de 2012; excepto el amparo en revisión **********, que se aprobó por unanimidad de cuatro votos, con la misma integración pero con la ausencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en sesión de 6 de junio de 2012.


� Presentada por los senadores Murillo Karam y Zapata Perogordo, suscrita por diversos grupos parlamentarios, el 15 de febrero de 2011


� Publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece.


� “Artículo 56. Cuando entre la comisión de un delito y la extinción de la pena o medida de seguridad entrare en vigor una nueva ley, se estará a lo dispuesto en la más favorable al inculpado o sentenciado. La autoridad que esté conociendo del asunto o ejecutando la sanción, aplicará de oficio la ley más favorable. Cuando el reo hubiese sido sentenciado al término mínimo o al término máximo de la pena prevista  la reforma disminuya dicho término, se estará a la ley más favorable. Cuando el sujeto hubiese sido sentenciado a una pena entre el término mínimo y el término máximo, se estará a la reducción que resulte en el término medio aritmético conforme a la nueva norma.”


� Dicho artículo dice: “Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.”


� Precepto que en lo conducente, establece: “Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito […]”


� Concepto de connotación jurídica y es aplicable para identificar a la persona que tiene el carácter de agraviado, en términos de lo dispuesto en el artículo 5, fracción I, de la abrogada Ley de Amparo de 1936; o, quien aduce ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que la norma, acto u omisión reclamados violan los derechos previstos en el artículo 1o de la presente Ley y con ello se produzca una afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico; acorde a lo establecido en la fracción I del artículo 5 de la Ley de Amparo vigente a partir del 3 de abril de 2013.


� Criterio que se advierte en el texto de la tesis aislada 1a. XXXIII/2009, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, Tomo XXIX, marzo de 2009, Materias Constitucional y Penal, página 403; cuyo contenido es el siguiente: “OMISIÓN DE DATOS EN LA DEMANDA DE AMPARO. EL ARTÍCULO 211, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, AL INTEGRAR EL ELEMENTO "HECHOS QUE LE CONSTEN" EN EL TIPO PENAL RELATIVO, NO VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. La conducta típica del delito previsto en el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo es de omisión, en tanto que el hecho punible consiste en un "no hacer", en el caso, que un quejoso no exprese en su demanda de garantías los "hechos que le consten" pertinentes al juicio que promueve. Ahora bien, para fines procesales, el hecho es un antecedente del propio juicio, es decir, algo que sucedió y que se relaciona con lo solicitado en éste. Así, el citado precepto legal se autodelimita al señalar que los hechos que debe narrar el quejoso son los que vivió, por ser los que le constan. En ese sentido, se concluye que el artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo, al integrar el elemento "hechos que le consten" en el tipo penal relativo, no viola la garantía de seguridad jurídica contenida en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la aludida conducta típica no es ambigua o imprecisa, en tanto que la norma no genera confusión, pues resulta evidente que los hechos a que se refiere no pueden ser frívolos o generales, sino necesariamente pertinentes en su vinculación con el juicio de garantías, esto es, que puedan incidir en la decisión del órgano jurisdiccional del conocimiento.” Precedente: Amparo directo en revisión **********. 26 de noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina Haidé Avante Juárez.


� Resuelto en sesión de 20 de marzo de 2013, por unanimidad de cuatro votos de los Señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Pario Mario Rebolledo. Por la ausencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz (ponente) hizo suyo el asunto el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario Roberto Lara Chagoyán.


� Véase: Ovalle Favela, José, “Fraude procesal”, en Enciclopedia Jurídica Mexicana, Instituto de Investigaciones Jurídicas, tomo IV, UNAM-Porrúa, México, 2004, p. 126. 


� Jiménez Huerta, Mariano, Derecho penal mexicano. Parte especial, volumen IV, Editorial Robredo, México, 1963 p. 165. 


� Jurisprudencia 1a./J. 90/2012 (10a.), emitida por la Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIV, noviembre de 2012, tomo 1, página 767.


Contradicción de tesis **********. Entre las sustentadas por el Primer y el Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 22 de agosto de 2012. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Secretarios: Rosalba Rodríguez Mireles y Julio Veredín Sena Velázquez.


� Tesis asilada 1a. CCXXXV/2012 (10a.), emitida por la Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, octubre de 2012, tomo 2, página 1202. Amparo directo en revisión **********1324/2012. 20 de junio de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Jaime Santana Turral.


� Jurisprudencia 1a./J. 96/2005, emitida por la Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXII, septiembre de 2005, página 115. Contradicción de tesis **********. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito y el entonces Primer Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito, actualmente en Materias Administrativa y de Trabajo. 6 de julio de 2005. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el asunto José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.


� Al resolver los mencionados amparos directos en revisión ********** y **********.


� Criterio que deriva del desarrollo que sobre este derecho ha realizado esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se desprende del contenido de las tesis siguientes: “RETROACTIVIDAD DE LA LEY. Por disposición del artículo 14 constitucional ‘a ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna’. Interpretando a contrario sensu dicho mandamiento constitucional es posible la aplicación retroactiva de la Ley Penal en beneficio del reo. Siguiendo tal criterio, el artículo 52 del código punitivo del Estado de Veracruz establece que ‘cuando entre la perpetración del delito y la sentencia irrevocable que sobre él se pronuncie se promulguen una o más leyes que disminuyan la sanción establecida en la ley vigente al cometerse el delito o la sustituyan con otra menor, se aplicará nueva ley’, por lo que si el caso concreto se encuentra dentro de la hipótesis legal no cabe más solución que la aplicación de oficio de la nueva ley. Ahora bien, como la reforma del artículo 288 del mencionado código, que beneficia al procesado por cuanto disminuye la pena del delito de abigeato que se le imputa, se dictó con posterioridad a las sentencias del primero y segundo grado que le impusieron dieciocho años de prisión, corresponde a esta Sala, de oficio, declarar la aplicación de la nueva ley, pues de otra manera se consumaría de modo irreparable, una violación constitucional.” Tesis aislada publicada en el Informe 1959, Sexta Época, Primera Sala, Materia Penal, página: 60. Precedente Amparo directo **********. **********. 18 de agosto de 1959. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Carlos Franco Sodi. Secretario: Francisco H. Pavón Vasconcelos; “LEYES PENALES, APLICACIÓN DE LAS. El artículo 14 de la Constitución Política de la República contiene los siguientes mandamientos: a ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, nadie podrá ser privado de su libertad, sino mediante juicio y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho; en los juicios del orden criminal, queda prohibido imponer pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al caso. De estos mandamientos se desprende que todo acto criminal debe ser juzgado y sancionado de acuerdo con las prevenciones contenidas en la ley que rija en la fecha en que ese acto criminal se perpetró. Esta regla sólo sufre dos excepciones, autorizadas por el mismo artículo 14 constitucional, al establecer la irretroactividad de las leyes sólo para casos en que la aplicación retroactiva de la ley se haga en perjuicio de alguna persona, y señaladas por los artículos 56 y 57 del Código Penal del Distrito Federal, y esas dos excepciones son las siguientes: cuando con posterioridad a la comisión del delito, se promulga una ley que sanciona ese delito con pena menor, porque entonces, por equidad, se aplica esa última sanción; y cuando con posterioridad se promulgue una ley, según lo cual, el acto considerado por la ley antigua como delito, deja de tener tal carácter, en cuyo caso se manda poner desde luego en libertad al procesado, porque sería ilógico que si el legislador, tiempo después, ha juzgado que no hay motivos para suponer que el orden social se ha podido alterar con el acto que se reputa criminal, el poder público insista en exigir responsabilidad por un hecho que no lo amerita.” Tesis aislada publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Primera Sala, Tomo XCIV, página 1438. Precedente Amparo penal en revisión. **********. **********. 24 de noviembre de 1947. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Carlos L. Ángeles. La publicación no menciona el nombre del ponente.


� El razonamiento jurídico precisado está plasmado en las tesis siguientes: “RETROACTIVIDAD DE LA LEY Y APLICACIÓN RETROACTIVA. SUS DIFERENCIAS. El análisis de retroactividad de las leyes implica estudiar si una determinada norma tiene vigencia o aplicación respecto de derechos adquiridos o situaciones jurídicas acaecidas con anterioridad a su entrada en vigor. En cambio, el análisis sobre la aplicación retroactiva de una ley supone la verificación de que los actos materialmente administrativos o jurisdiccionales estén fundados en normas vigentes, y que en caso de un conflicto de normas en el tiempo se aplique la que genere un mayor beneficio al particular.” Jurisprudencia por reiteración número 1a./J. 78/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, abril de 2011, Materia Constitucional, página 285, “MIGRACIÓN. EL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL GOBERNADO. El mencionado artículo transitorio, al establecer que los procedimientos penales iniciados antes de la entrada en vigor de la Ley de Migración por el delito previsto en el artículo 138 de la Ley General de Población —tráfico de indocumentados—, seguirán tramitándose hasta su conclusión conforme a las disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos que le dieron origen y que lo mismo se observará respecto de la ejecución de las penas correspondientes, no viola el principio de aplicación retroactiva de la ley en beneficio del gobernado, derivado del artículo 14, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque dicha norma de tránsito sólo dispone, por un lado, a nivel legal, un principio de ultractividad y, por otro, no impide ni prohíbe la aplicación del artículo 56 del Código Penal Federal, que consagra el principio de retroactividad benigna en materia penal federal, aplicable entre la comisión de un delito y la extinción de la pena o medida de seguridad; es decir, no tiene el alcance de generar la prohibición de aplicar las consecuencias favorables que pudieran derivar de la nueva norma sustantiva que regula la acción delictiva que fue objeto de la transición normativa; además, porque su eficacia sólo queda condicionada a que, en cada caso concreto, quede demostrado que el gobernado se encuentra en una situación que justifica aplicar la nueva ley en su beneficio. Jurisprudencia por reiteración número 1a./J. 119/2012, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Primera Sala, Libro XIX, abril de 2012, Tomo 1, Materias Constitucional y Penal, página 585. y “LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO. LOS ARTÍCULOS SEGUNDO Y QUINTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDIÓ, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2010, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL CONDENADO. De los preceptos citados se advierte, entre otros supuestos, el relativo a que la ejecución de las penas se regirá conforme a las disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos delictivos, especialmente, las contenidas en los códigos penales locales vigentes hasta la entrada en vigor de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en los cuales fueron sentenciados los condenados. De ello se advierte que los mencionados artículos segundo y quinto transitorios no violan el principio de retroactividad de la ley en beneficio del condenado, pues por un lado sólo establecen que la ejecución de las sentencias deberá ajustarse a la normativa sustantiva y procesal vigente, al cometerse el ilícito, esto es, disponen, a nivel legal, un principio de ultractividad y, por otro, no impiden ni prohíben la aplicación del artículo 56 del Código Penal Federal, que consagra el principio de retroactividad benigna en materia penal federal, aplicable entre la comisión de un delito y la extinción de la pena o medida de seguridad; además de que esta interpretación sistemática y armónica respeta los artículos 14, primer párrafo, de la Constitución General de la República, interpretado a contrario sensu, y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ya que su eficacia sólo queda condicionada a que, en cada caso concreto, quede demostrado que el sentenciado se encuentra en una situación que justifica aplicar la nueva ley en su beneficio.” Tesis aislada 1a. CLXXX/2012, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Primera Sala, Libro XII, septiembre de 2012, Tomo 1, Materia Constitucional, página 508.
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